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Durante el desarrollo del presente documento, se analiza el principio de legalidad 
penal, desde la perspectiva estricta o flexibilizada, frente a la investigación, 
juzgamiento y castigo por la comisión de crímenes de Lesa Humanidad en 
Colombia.   
Lo anterior, con ocasión del advenimiento de la normatividad internacional que 
reprime y castiga entre otros, los delitos llamados de Lesa Humanidad, la cual tiene 
un carácter complementario de la actividad de los Estados-Parte del Estatuto de 
Roma, en el sentido que la Corte Penal Internacional sólo actuará cuando se 
presenten los tres eventos determinados en la misma norma; por lo tanto, es, cada 
Estado, el que principalmente posee la obligación de juzgar y castigar tales 
conductas, sin perder de vista el carácter de imprescriptibilidad que las mismas 
ostentan. 
Palabras clave: Principio de legalidad estricto, principio de legalidad flexible, 


















During the development of this document, it is analyzed, thoughtful and thoroughly, 
the legality principle, from the perspective of their strict application or made it more 
flexible, in its investigation, persecution and punishment of crimes against humanity 
in Colombia. 
This, with the development of international standards that represses and punishes 
among others, the so-called crimes against humanity, which has a complementary 
activity of the States parties to the Rome Statute, in the sense that the International 
Criminal Court, acts only when the three events determined in the Rome Statute 
appear; therefore, it is each country, which has the primary duty to prosecute and 
punish such conduct , without losing sight of the character of applicability that they 
hold. 



















La humanidad ha enfrentado varias guerras en las que el empleo de toda clase de 
estrategias y armas para vencer al enemigo, genera afectaciones a determinados 
sectores de la población mundial, dando lugar a normas internacionales para regular 
los conflictos armados1, la forma aceptable en que éstos se desarrollan y las 
conductas definitivamente proscritas de cualquier conflagración.  
Pero, de forma especial a partir de la Segunda Guerra Mundial2, es cuando surge 
la necesidad de tomar medidas definitivas para que los hechos acaecidos no se 
repitan; por lo tanto, de una parte, se crea la Organización de las Naciones Unidas 
–ONU3 con miras a preservar la paz del mundo, y se pactan una serie de normas 
internacionales en procura de alcanzar los objetivos propuestos.  
De otra parte, es un hecho indiscutible que cada uno de los Estados que conforman 
la ONU, tiene dentro de su régimen interno una serie de disposiciones en las que 
se consagran los delitos, las sanciones y los procedimientos, que para cada uno, 
resultan relevantes en el mantenimiento de la coexistencia armónica y la 
preservación de un orden justo en cada comunidad.  
                                       
1 Se resalta que la normatividad internacional surgió desde el siglo XIX, ante la necesidad de regular 
los conflictos armados, no con la pretensión de impedir que éstos se generen, sino con la de 
“humanizar la guerra”. Génesis de esto son las impresiones que tuvo Henri Dunant en la Batalla de 
Solferino, por consiguiente, las primeras normas surgieron precisamente para casos de guerra, lo 
que no significa que en la actualidad tal situación se mantenga, pues ahora también existe legislación 
internacional que regula crímenes que pueden ser cometidos dentro o fuera de un conflicto armado, 
como precisamente el caso de los delitos que atentan gravemente contra la humanidad entera.  
2 La segunda guerra mundial tocó la conciencia de la humanidad en relación con los conflictos 
armados, no sólo por los efectos del empleo de armas como la bomba atómica, sino porque los 
cálculos más optimistas determinan que hubo más de 40 millones de personas fallecidas y los 
pesimistas, incluso llegan a 70 millones de muertos.  
3 24 de octubre de 1945, Lake Success, Nueva York, Estados Unidos.  
9 
 
También es un hecho incuestionable que al interior de las fronteras de los diversos 
Estados se cometen conductas que tienen tipicidad en el ordenamiento interno y en 
el internacional. Así, surge una tensión frente a la determinación de la norma 
aplicable, si es la de derecho interno o la del universal, particularmente cuando los 
crímenes que se juzgan son aquellos sobre los que ha legislado la comunidad 
mundial y denominado de lesa humanidad4.  
Ahora bien, no todos los Estados–Parte de los convenios de la ONU5, han legislado 
sobre la definición típica de dichas conductas, su procedimiento y sanción. Colombia 
lo hizo mediante la expedición de las Leyes 589 y 599 de 2000 y ello provocó una 
disyuntiva en relación con la aplicación del principio de legalidad6, garantía 
integrante del debido proceso. La doctrina y la jurisprudencia discuten en relación 
con dicho principio, entre si debe ser estricto o flexible, siendo el primero el 
contenido en la disposición previa al hecho que se imputa prevista en el marco del 
derecho interno y, el segundo, el que determinan las disposiciones internacionales.  
Por lo anterior, la tensión se traslada al campo de la legalidad, por lo que es 
necesario determinar si en los crímenes de lesa humanidad prevalece la estricta o 
la flexible. 
 Para resolver esa tensión presentamos dos hipótesis:  
1. Prevalece el principio de legalidad estricto frente a los crímenes de lesa 
humanidad.  
                                       
4 CORTE PENAL INTERNACIONAL. Estatuto de Roma. Roma: Secretaría General de las Naciones 
Unidas, 1998. En cuanto a los crímenes de lesa humanidad, el concepto se concreta en el Estatuto 
de Roma (Artículo 7), aunque el alcance y significado del concepto ha sido un proceso de 
construcción a partir de los Tribunales de Nuremberg y Tokio.  
5 COLOMBIA. CONGRESO DE LA REPUBLICA. Ley 74. (26, diciembre, 1968). Por la cual se 
aprueban los “Pactos Internacionales de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, de Derechos 
Civiles y Políticos, así como el Protocolo Facultativo de este último, aprobado por la Asamblea 
General de las Naciones Unidas en votación Unánime, en Nueva York, el 16 de diciembre de 1966”  
6 COLOMBIA. CONGRESO DE LA REPUBLICA. Ley 906. (31, agosto, 2004). Por la cual se expide 
el Código de Procedimiento Penal. Bogotá, 2004. Artículo 29 Superior y 6°. 
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2. Prevalece el principio de legalidad flexible en sede de crímenes de lesa 
humanidad.  
De conformidad con lo anterior, el objetivo general de esta investigación es resolver 
la tensión existente entre legalidad estricta y la flexible, frente a crímenes de lesa 
humanidad.  
Previamente a afrontar la resolución del objetivo general es necesario definir que es 
el principio de legalidad, su alcance y contenido y en qué consisten los crímenes de 
lesa humanidad, su noción y trascendencia.  
Superado lo anterior, se afrontarán los objetivos específicos de la investigación que 
se concretan así:  
1. Establecer si el principio de legalidad es estricto frente a la investigación, 
juzgamiento y castigo de los crímenes de lesa humanidad.  
2. Determinar si, por el contrario, el principio de legalidad es flexible frente a la 
investigación, juzgamiento y castigo de los crímenes de lesa humanidad.  
En ese orden de ideas, la investigación tendrá cuatro capítulos: los dos primeros 
circunscritos a la definición de conceptos, alcances y contenidos, noción y 
trascendencia del principio de legalidad y de los crímenes de lesa humanidad.  
Los dos siguientes capítulos resolverán los objetivos específicos en los que se 
demostrará la tesis, según la cual, siendo Colombia un Estado-Parte de los tratados, 
pactos y convenios internacionales que regulan el principio de legalidad y de 
aquellos que tipifican los crímenes de lesa humanidad, el principio de legalidad es 
estricto.  
Para resolver la tensión mencionada, se ha propuesto desarrollar una investigación 
de tipo básico jurídico, en la cual serán consultadas fuentes secundarias y terciarias, 
dentro de las que se resalta la normatividad internacional sobre los crímenes de 
lesa humanidad, por lo que se revisará el Acuerdo de Londres de 1945, los 
pronunciamientos de los Tribunales de Núremberg y Tokio; la Declaración Universal 
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de los Derechos Humanos, los Principios de Núremberg de 1950, esencialmente, el 
artículo 15 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos de la ONU, 
Estatuto de Roma, entre otros7.  
A nivel interno, se consultarán fuentes doctrinales, normativas y jurisprudenciales, 
tales como: artículo 29 Superior, Leyes 589 y 599 de 2000; decisiones sobre el 
particular de la Corte Suprema de Justicia como el caso 33.118 contra César Pérez 
y, el 33.039 contra Úber Enrique Banquez Martínez y pronunciamientos de la Corte 
Constitucional como la C-578 – 2002.  
Con ello se brinda a la comunidad jurídica una visión sobre el tratamiento que debe 
darse a las conductas que constituyen crímenes de lesa humanidad perpetrados en 
Colombia, dentro del contexto del conflicto armado en que estuvo inmerso el país 
durante más de cincuenta años; así como en relación con los crímenes ejecutados 
durante el lapso en que el narcotráfico presionaba al Estado para impedir sus 
extradiciones, incluyendo por supuesto, los cometidos por los paramilitares, los 








                                       
7 Tales como: Convención Europea de Derechos Humanos (Artículo 7°); Convención Americana 
sobre los Derechos Humanos (artículo 8), Protocolos I y II de Ginebra y el caso de Barrios Altos 




Colombia fue víctima de la violencia de diversos orígenes y formas y el terror 
desatado por el narcotráfico a finales de la década de los noventa provocó una 
sensación generalizada de inseguridad y miedo, al punto de transformar 
severamente las conductas sociales.  
Como consecuencia de esos excesos, se cometieron innumerables crímenes que 
por su connotación mediática y trascendencia en todos los órdenes de la vida social 
y política de los colombianos, reclaman una acción de la justicia que reúna las 
exigencias de prontitud y cumplimiento, sin que de forma alguna pueda aceptarse 
que los principales actores de tales actos de barbarie pudieran quedar impunes.  
No obstante lo anterior, lo cierto es que para el momento histórico en que dichos 
actos de violencia se cometieron, si bien es cierto Colombia había suscrito tratados 
como la Convención contra la Tortura8 y la Convención contra la Desaparición 
Forzada9, así como la que declara la ausencia de configuración del fenómeno  de 
la prescripción en sede de crímenes internacionales10, también es cierto es que no 
se había establecido internamente la normatividad correlativa con los compromisos 
internacionales, por lo que se presenta una dicotomía entre la interpretación de 
normas externas aplicables a nivel interno y las nacionales para los delitos 
cometidos en aquel periodo.  
Entre el reclamo de justicia de las víctimas, la inoperancia del aparato investigativo, 
la inseguridad jurídica generada por los múltiples cambios de normatividad interna 
y quizá, por la falta de voluntad política de los diversos fiscales generales, en la 
mayoría de los casos pasaron veinte (20) años, que para la época constituían el 
                                       
8 Adoptada por la Asamblea General en su Resolución 39/46, de 10 de diciembre de 1984, Entrada 
en vigor: 26 de junio de 1987; Entrada en vigor para Colombia; el 8 de enero de 1988, en virtud de 
la ley 70 de 1986. 
9 Adoptada por la Asamblea General en Belém do Para, Brasil, el 9 de junio de 1994. Entrada en 
vigor: 28 de marzo de 1996. 
10 Adoptada por la Asamblea General de la ONU a través de la Resolución 2391 de 26 de noviembre 
de 1968. Entrada en vigor el 11 de noviembre de 1970.  
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lapso en que se configuraba la prescripción de la acción penal, dejando expuestos 
tan serios delitos a la impunidad, o por lo menos, quedando sin reproche penal los 
máximos responsables de la comisión de esas conductas.  
Así las cosas, regresa la presión mediática y el reclamo de las víctimas para que el 
caso no sea archivado y sorprendente, aparece la respuesta a tan justificados 
requerimientos, al declarar el delito como crimen de lesa humanidad, trayendo como 
consecuencia la imprescriptibilidad de la acción penal y de la pena, pues se 
dispondrá de todo el tiempo necesario para alcanzar, algún día, la tan anhelada 
justicia que reclaman hechos de tanta afectación.  
En ese escenario, los vinculados como sospechosos o imputados a las 
indagaciones, exigen la aplicación del fenómeno de la prescripción alegando, en su 
defensa, el principio de legalidad interno estricto, elemento esencial de un Estado 
Social de Derecho, puesto que precisamente su existencia, es la que hace viable el 
Estado moderno.  
Ahora bien, la pregunta es: Y si el delito específico es imprescriptible desde que se 
cometió, ¿cuál es la razón para que sólo se declare como de Lesa Humanidad, 
cuando se avecina la prescripción?  
Estas son las razones para que se adelante una investigación en relación con el 
principio de legalidad, pues como es conocido, el mismo es una conquista 
fundamental para frenar el abuso de los gobernantes, de suerte que a partir de su 
reconocimiento como derecho, no es posible que nadie pueda ser juzgado sino por 
hechos que previamente se hayan descrito como delitos; además de exigir el 
establecimiento previo de la pena,  el juez o tribunal natural, el procedimiento y 
demás circunstancias generadoras de certeza en los administrados, en el evento de 
incurrir en una determinada conducta punible.  
En la selección de las normas internas y las internacionales, existe una tensión 
sobre lo aplicable en cada caso. En Colombia, con el ánimo de dirimir este conflicto 
nuestra Corte de Cierre Penal aplicó disposiciones que para el momento de la 
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comisión de la conducta no estaban vigentes, flexibilizando la garantía 
fundamental.11  
 
Corolario se genera el siguiente interrogante: ¿Cómo ha evolucionado el principio 
de legalidad?, pues ya son aceptados tipos penales abiertos como el contenido en 
el artículo 7 del Estatuto de Roma que establece que también son crímenes de lesa 
humanidad, según el literal “k) Otros actos inhumanos de carácter similar que 
causen intencionalmente grandes sufrimientos o atenten gravemente contra la 
integridad física o la salud mental o física”12.  
La descripción que antecede, es amplia e incluso ambigua; y riñe, en apariencia, 
con lo que hasta ahora se había venido entendiendo como tipicidad estricta, 
elemento esencial de la garantía del debido proceso y es dable predicar lo mismo 
de la no aplicación de la prescripción, sin importar la fecha en que se cometieron 
los crímenes; entonces se percibe que el principio de legalidad está sufriendo 
transformaciones y siendo sujeto de evolución, por lo que es indispensable 
investigar sobre el particular.  
Para hacer una aproximación a la respuesta que el interrogante plantea, ha de 
determinarse cuál es la evolución del principio de legalidad, y establecer si esas 
elongaciones constituyen por sí mismas, excepciones que confirman la regla 
general o si por el contrario, con ellas se abre una nueva figura aún en definición. 
Ahora bien, como se advierte, el área del derecho en que se percibe la flexibilización 
del principio de legalidad se relaciona con los crímenes internacionales, siendo 
necesario determinar de forma concreta, si ésta existe.  
Esta investigación básica jurídica, entre otras, se edificará sobre fuentes 
secundarias, entre las que se resalta la doctrina generada por los estudiosos del 
                                       
11 CFR. CSJ AP 16 - dic - 2010, Rad. 33039 y SP 14-mar-2011, Rad. 33118  
12 CORTE PENAL INTERNACIONAL. Estatuto de Roma. Roma: Secretaría General de las Naciones 
Unidas, 1998. p.5. 
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Estatuto de Roma, así como los pronunciamientos jurisprudenciales a partir de los 
juicios de Núremberg, primera ocasión en que formalmente se estableció un 
Tribunal Internacional que juzgó las conductas personales desplegadas por los 
Nazis en el marco de la Segunda Guerra Mundial13, por lo que se creó un Tribunal 
Ad Hoc, como quiera que antes de la guerra ni había juez natural ni eran punibles 
los comportamientos que se señalaron como reprochables y, mucho menos, 
existían penas previamente establecidas, así se superó ese escollo.  
En consecuencia, al menos en Colombia, hay una tensión que debe clarificarse 
frente al tratamiento judicial que ameritan los delitos que reúnen la calificación de 
lesa humanidad cometidos previamente a la suscripción del Estatuto de Roma, 
razón por la que esta investigación brindará una herramienta jurídica enfocada a 
disolver tal tensión, sin poner en riesgo los derechos a la verdad, la justicia, la 
reparación y la garantía de no repetición y el debido proceso de los afectados y la 
sociedad en general lo que constituye seguridad jurídica para quienes estén 
implicados en las investigaciones y juzgamiento.  
 
El principio de legalidad no es ajeno al derecho a la igualdad, fundamental en el 
Estado moderno, pues tan injusto es tratar en forma desigual a los iguales, como 
aplicar una igualdad irrestricta a los diferentes y en el caso en cuestión, la gravedad, 
trascendencia, afectación y magnitud, es decir, la naturaleza de los crímenes de 
lesa humanidad, no pueden recibir el mismo tratamiento que otras conductas 
punibles que si bien es cierto, tienen víctimas y afectan a la sociedad, no alcanzan 





                                       
13 Ésta tuvo lugar durante el lapso comprendido entre los años 1939 a 1945. 
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1. PRINCIPIO DE LEGALIDAD: CONCEPTO, ALCANCE Y CONTENIDO EN 
COLOMBIA 
En el Derecho Penal el principio de legalidad constituye una garantía para los 
ciudadanos que les permite contar con la certeza que el Estado no podrá, de manera 
arbitraria, afectar su libertad, como quiera que es una delimitación de su 
intervención en el ejercicio del Derecho Punitivo; lo que permite a sus asociados 
conocer las consecuencias que en el ámbito penal les acarrearán sus 
comportamientos, es “uno de los fundamentos bajo los cuales está organizado 
constitucionalmente el ejercicio del poder de un Estado de derecho”14. 
Se entiende que el principio de legalidad es pilar esencial del Derecho Penal y 
desempeña un papel fundamental, como quiera que “(…) impone limitar el ejercicio 
de la función punitiva sólo a las acciones previstas por la ley como delitos: nulla 
poena sine lege, nulla poena sine crimene”15. Siendo de resaltar que el señalado 
principio garantiza que los límites impuestos al ejercicio punitivo del Estado en razón 
del mismo sean iguales para todos, lo que brinda seguridad a los ciudadanos 
tratándose de las posibles limitaciones a su libertad como consecuencia de su 
actuar.  
El principio de legalidad es producto de la incertidumbre fundada en el poder 
desbordado del gobernante en antiguos regímenes, lo que dio lugar a excesos en 
el ejercicio del ius punendi, generando inseguridad constante en los ciudadanos y 
desconfianza hacia el soberano. Así, los cimientos del concepto de este principio se 
hallan contenidos en autores como Rousseau (1762), quien en el Contrato Social 
expone que “las convenciones son la base de toda autoridad legítima sobre los 
hombres”16. Dichas convenciones son un pacto según el cual los hombres ceden 
                                       
14 DAZA, González Alfonso. La Discrecionalidad en el Ejercicio de la Acción Penal Frente a los Fines 
del Proceso Penal en el Estado Social y democrático de Derecho. Bogotá D.C. – Colombia: Edición: 
Departamento de Publicaciones, Universidad Libre, 2011. p 168 y 169. 
15 BARATTA, Alessandro. Criminología y Sistema Penal. Compilación in memoriam. Buenos Aires, 
Argentina: Ed. B de F, 2004. p. 229.  
16 ROUSSEAU, Jean Jacques, El Contrato Social. México: Mc Graw Hill, 1989. p.12.  
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parte de sus derechos a un ente abstracto, conformándose así una voluntad general 
de la que proceden las leyes que los gobiernan. 
En similar sentido se pronunciaron: Montesquieu17, al destacar el riesgo que 
implicaba tener la costumbre como fuente de derecho e hizo énfasis en la imperiosa 
necesidad de crear una ley que en su espíritu contuviera las leyes naturales; Hobbes 
18 a su turno,  indicó que era indispensable que el egoísmo y la arbitrariedad de los 
hombres  fueran restringidos por medio de las leyes; y Cesare de Beccaria19, en su 
libro “Tratado de los Delitos y las penas”, declara que todas las personas deben 
conocer si sus conductas constituyen un delito, y qué consecuencias deberán 
asumir en caso de incurrir en éste, toda vez que no son los jueces a su libre arbitrio 
los llamados a establecer las penas, sino la  ley es la que debe contenerlas. 
Como antecedente del principio de legalidad, años más tarde, en sede de la 
Revolución Francesa, en 1789 se estableció que “Ninguna persona puede ser 
acusada, ni encarcelada sino en los casos determinados por la ley según las formas 
prescritas en ella”20, asimismo se indicó que “(…) nadie puede ser castigado sino 
en virtud de una ley establecida y promulgada con anterioridad al delito y legalmente 
aplicada”21. Entonces, no cabe duda de que la idea de seguridad es representada 
por un régimen legal previo al que deben ceñirse tanto el Estado como sus 
asociados, base sobre la cual se edifica el principio de legalidad, que tiene su origen 
en la necesidad de regular las relaciones del Estado (soberano) con los individuos 
que hacen parte de él. 
                                       
17 MONTESQUIEU, Charles Louis. Nació el 18 de enero de 1689  en La Brede (Francia)  y murió 10 
de febrero de 1755 París (Francia). Fue un cronista y pensador político francés, cuya obra se 
desarrolló en el contexto del movimiento intelectual y cultural conocido como la Ilustración. 
18 HOBBES, Thomas.  (Westport, cerca de Malmesbury, 5 de abril de 1588 - Derbyshire, 4 de 
diciembre de 1679) fue un filósofo inglés cuya obra Leviatán (1651) influyó de manera importante en 
el desarrollo de la filosofía política occidental. Es el teórico por excelencia del absolutismo político. 
19 BONESANA, Cesare. Márquez de Beccaria, fue un literato, filósofo, jurista y economista italiano 
20 DECLARACIÓN DE LOS DERECHOS DEL HOMBRE Y DEL CIUDADANO. París. 1789. Artículo 
7. p.2. 
21 Ibíd., p.2. 
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El principio de legalidad, en lo que atañe a la coyuntura de la Revolución Francesa, 
presumía un Estado con división de los tres poderes públicos, cuyo funcionamiento 
debía ser engranado y armónico, encaminado a proteger y garantizar el ejercicio de 
los derechos del ciudadano frente al poder de éste; situación que ha mutado con el 
pasar del tiempo.  Debido a este cambio la humanidad ha transformado la forma de 
ver y calificar sus acciones. 
En este orden de ideas, el derecho penal en el Estado Liberal fue concebido y 
enmarcado dentro del concepto del principio de legalidad, porque los ciudadanos 
debían contar con un mecanismo que los protegiera del gran poder del soberano, lo 
que se tradujo en la limitación y regulación de los alcances del poder del Estado, a 
la vez que impuso a los asociados y al aquel, la obligación de respetar dichas 
regulaciones. Fenómeno que se desarrolló de forma tal, que se instituyó como la 
plataforma que dio impulso a la misión, visión y filosofía de los derechos humanos. 
Hasta aquí, encontramos que el principio de legalidad fue uno de los primeros 
instrumentos que utilizó el Estado Liberal para autorregularse. En esta forma de 
organización, la Constitución fue de carácter nacional y declaraba los principios en 
los que estaba fundada. Constituía un sistema de normas, era la fuente del derecho 
y del poder público, y legitimó el ius punendi del Estado22.  
Sobre el particular se pronunció el Doctor Alfonso Daza González, en los siguientes 
términos: “En este sentido, resulta claro que el principio de legalidad además de ser un 
principio rector bajo el cual está organizado el ejercicio del poder en un Estado de Derecho 
es, sobre todo, un derecho y una garantía de los ciudadanos que opera como límite frente 
al poder punitivo estatal”.23 
Ahora bien, los estragos y conmoción generados por los horrores de la Segunda 
Guerra Mundial dieron lugar a la germinación de un Derecho Penal con dimensiones 
                                       
22 Es decir, el poder punitivo del Estado; consistente en su capacidad de sancionar determinadas 
conductas violatorias del orden jurídico preestablecido, en caso de que sus asociados incurran en 
ellas. 
23 DAZA González, Alfonso. Los Deberes del Estado colombiano de investigar, juzgar y sancionar 
los delitos internacionales, Primera ed., Bogotá, Universidad Libre, 2016, p. 231.  
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internacionales, que en algunos casos discrepa y/o difiere del Derecho Penal local, 
al obligar a tomar conciencia que las consecuencias de la extralimitación del poder 
del Estado trasciende fronteras y genera consecuencias nefastas para la 
humanidad, por lo que surgió la necesidad de tomar medidas al respecto. De esta 
forma, se dio estructura a los delitos que se consideró, agraviaban a la población 
mundial, a saber: el crimen de agresión, el genocidio, las graves infracciones al 
derecho internacional humanitario, y los crímenes de lesa humanidad. 
La comunidad universal y la conciencia de la humanidad se convirtieron así en 
los destinatarios de la protección ofrecida por tal principio de legalidad 
internacional, de suerte que se modificó, tanto la dimensión a proteger (de lo 
local a lo global), como la fuente normativa del derecho a aplicar y su redactor. 
Se replanteó, en función de la protección de la comunidad orbital, la dogmática 
del derecho penal internacional, y se redefinió el principio de legalidad 24 
Así las cosas, la legislación interna dejó de ser fuente única de derecho y cedió 
protagonismo a tratados, costumbre y jurisprudencia internacionales a los principios 
generales del derecho y la doctrina; lo que extiende el principio de legalidad al 
derecho universal, debiendo ajustar las legislaciones locales a las exigencias 
globales de protección y compromiso. 
Corolario de lo anterior, se  crearon instrumentos internacionales, cuya normatividad 
establece: 
“Nadie podrá ser condenado por actos u omisiones que en el momento de 
cometerse no fueran delictivos según el derecho nacional o internacional. 
(…)”25 y que “Nada de lo dispuesto en este artículo se opondrá al juicio ni a la 
condena de una persona por actos u omisiones que, en el momento de 
                                       
24 CORTE SUPREMA DE JUSTICIA. Sala de Casación Penal. Proceso N° 33039. M.P. Bustos, José 
Leónidas. Bogotá D.C., 2010. p.1. 
25 ASAMBLEA GENERAL DE LAS NACIONES UNIDAS. Pacto Internacional de los Derechos Civiles 
y Políticos. New York. 1966. Artículo 15, numeral 1°. p. 6. 
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cometerse, fueran delictivos según los principios generales del derecho 
reconocidos por la comunidad internacional”26. 
Al mismo tiempo otras normas de carácter internacional establecen que: “Nadie 
puede ser condenado por acción u omisión que en el momento de cometerse no 
fueran delictivos según el derecho aplicable”27; y a la vez determinan: 
Nadie podrá ser condenado por una acción u omisión que, en el momento en 
que haya sido cometida, no constituya una infracción según el derecho nacional 
o internacional. (…). El presente artículo no impedirá el juicio y el castigo de 
una persona culpable de una acción o de omisión que, en el momento de su 
comisión, constituía delito según los principios generales de los derechos 
reconocidos por las naciones civilizadas28. 
Se descubre de esta forma un principio de legalidad flexibilizado29, que 
reconceptualiza las garantías de los responsables de la comisión de delitos que 
implican un agravio para la humanidad; hallando asidero en que este tipo de 
criminalidad está consentida por Estados desinteresados en reprimir estas 
conductas, bien sea por su incapacidad de hacerlo, o porque su ejecutor es el ente 
estatal. 
En los instrumentos internacionales mencionados,30 se nota cómo el principio de 
legalidad establece que no puede haber delito, juicio o pena si el acto que se imputa 
no está previamente definido en la ley dictada por el órgano competente que para 
algunos incluye la misma comunidad internacional o el conjunto de las naciones. 
                                       
26 Ibíd., p.15.  
27 CONFERENCIA ESPECIALIZADA INTERAMERICANA SOBRE DERECHOS HUMANOS. 
Convención Americana Sobre los Derechos Humanos. Pacto de San José de Costa Rica. 1969. 
Artículo 9°.p.2.  
28 CONVENCIÓN EUROPEA DE DERECHOS HUMANOS. Convenio Europeo para la protección de 
los Derechos Humanos y de las Libertades Fundamentales. 1950. Artículo 7°, numerales 1° y 2°. 
p.|3.  
29 Aún más que un principio de legalidad flexibilizado en sí mismo, lo que se configura es la 
redefinición de su concepción. 
30 El autor previamente ha hecho referencia a: Declaración Universal de Derechos Humanos, Pacto 
Internacional de Derechos Civiles y Políticos, Convenio para la Protección de los Derechos Humanos 
y de las Libertades Fundamentales, Carta de los Derechos Fundamentales de la Unión Europea, 
Convención Americana sobre Derechos Humanos y Carta Africana sobre Derechos Humanos. 
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De todo esto se evidencia, en primer lugar, que en el Derecho Internacional de los 
Derechos Humanos la legalidad penal está concebida como un conjunto de 
garantías que se materializan en términos de principio, lo cual le confiere 
connotación jurídica en el derecho interno.31 
Al reconocer que Colombia es un “Estado Social de derecho, organizado en forma 
de República unitaria, descentralizada, con autonomía de sus entidades 
territoriales, democrática, participativa y pluralista, (…)”32; se invoca el respeto por 
un orden jurídico que enaltece la dignidad humana, lo que implica la protección de 
los ciudadanos ante las arbitrariedades en que pudiera incurrir el Estado al momento 
de administrar justicia, garantizando la dignidad y la igualdad33 de las personas ante 
la ley. 
La Constitución Política de Colombia introduce el principio de legalidad como 
derecho, garantía y deber fundamental; y consagra que “Nadie podrá ser juzgado 
sino conforme a las leyes preexistentes al acto que se le imputa, ante juez o tribunal 
competente y con observancia de la plenitud de las formas propias de cada juicio”34. 
En igual sentido, encontramos que nuestra Carta Magna lo plasma como principio 
fundamental, al disponer que “Los particulares sólo son responsables ante las 
autoridades por infringir la Constitución y las leyes. Los servidores públicos lo son 
por la misma causa y por omisión y extralimitación en el ejercicio de sus 
funciones”35. 
También encuentra fundamento el principio de legalidad en el artículo 6° de nuestro 
Código Penal, al consagrar que “Nadie podrá ser juzgado sino conforme a las leyes 
preexistentes al acto que se le imputa, ante juez o tribunal competente y con la 
                                       
31 DAZA, González Alfonso. Los Deberes del Estado colombiano de investigar, juzgar y sancionar 
los delitos internacionales, primera ed., Universidad Libre, página 233 
32 PRESIDENCIA DE LA REPUBLICA DE COLOMBIA. Constitución Política de Colombia. Bogotá: 
Impreandes S.A., 1991. Artículo 1°.p.11.  
33 Si bien es cierto que el artículo 13 Constitucional establece en su primer inciso la igualdad como 
un derecho y un principio fundamental, también lo es que en el siguiente párrafo determina, como 
parte del núcleo esencial de este derecho, que los desiguales deben ser tratados en forma 
diferencial. 
34 PRESIDENCIA DE LA REPUBLICA DE COLOMBIA., Óp. cit., p.16.  
35 Ibid., p. 12. 
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observancia de la plenitud de las formas propias de cada juicio. La preexistencia de 
la norma también aplica para el reenvío en materia de tipos penales en blanco”36. 
Así mismo, el artículo 6° del actual Código de Procedimiento Penal, establece que 
“Nadie podrá ser investigado ni juzgado sino conforme a la ley procesal vigente al 
momento de los hechos, con observancia de las formas propias de cada juicio”37. 
Sin embargo, dentro de un contexto actual y globalizado38, es innegable la 
importancia que ostenta el principio de legalidad, ya que ofrece a los ciudadanos 
seguridad jurídica, lo que permite la autodeterminación de sus conductas, 
conociendo a ciencia cierta las consecuencias que sus actos conllevarán, en caso 
de decidir sumergirse en el mundo de la ilegalidad. Colombia ha suscrito convenios 
internacionales que catalogan y castigan delitos que agravian a la humanidad, entre 
ellos los delitos que agravian a la humanidad, justamente por la naturaleza, jerarquía 
y nivel de afectación que les asiste. Así pues, los instrumentos internacionales se 
integran a la legislación interna de nuestro país, conforme a lo destacado en la 
Constitución Política Colombia, artículo 93, a saber:  
“Los tratados y convenios internacionales ratificados por el Congreso, que 
reconocen los derechos humanos y que prohíben su limitación en los estados 
de excepción, prevalecen en el orden interno. (…). (…) La admisión de un 
tratamiento diferente en materias sustanciales por parte del estatuto de roma 
con respecto a las garantías contenidas en la Constitución tendrá efectos 
exclusivamente dentro del ámbito de la materia regulada en él”39. 
En relación con el bloque de constitucionalidad derivado en la hermenéutica del 
artículo 93 citado, el doctor Alfonso Daza dijo:  
“No obstante la supremacía de la Constitución Política en los términos 
señalados, en materia de derechos humanos, esa supremacía se debe 
                                       
36 COLOMBIA. CONGRESO DE LA REPUBLICA. Ley 599. (24, julio, 2000). Por la cual se expide el 
Código Penal. Bogotá, 2000. Artículo 6°. p. 57.  
37 COLOMBIA. CONGRESO DE COLOMBIA., Ley 906 de 2004., Op.cit., p.5. 
38 Entendida como la comunicación e interdependencia entre los países del mundo entero, que 
genera una unión inescindible entre ellos a escala planetaria. 
39 PRESIDENCIA DE LA REPUBLICA DE COLOMBIA., Op. cit., p.16. 
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armonizar con los artículos 93 y 94 de la misma Carta en tal sentido el artículo 
29 referente al debido proceso, y en él a la legalidad – irretroactividad se debe 
analizar en conjunto con lo dispuesto en el Derecho Internacional Penal y en 
el Derecho Internacional de los Derechos Humanos”.40 
En igual sentido, el artículo 2 de la Ley 599 de 2000, señala que “Las normas y 
postulados que sobre derechos humanos se encuentren consignados en la 
Constitución Política, en los tratados y convenios ratificados por Colombia, harán 
parte integral de este Código”41. Además, el contenido del Estatuto Procesal Penal 
Colombiano indica en su artículo tercero que “En la actuación prevalecerá lo 
establecido en los tratados y convenios internacionales ratificados por Colombia que 
traten sobre derechos humanos y que prohíban su limitación durante los estados de 
excepción, por formar bloque de constitucionalidad”42. 
Como consecuencia de lo formulado hasta este punto, es dable afirmar que la 
legislación colombiana interna43, no permite sustracción alguna ni desconocimiento 
de los convenios internacionales suscritos y ratificados por nuestro país. 
Convirtiéndose la imprescriptibilidad para cierta clase de delitos44, en un tema 
obligado que conduce al planteamiento de, por lo menos, un interrogante en lo que 
atañe a delitos que constituyen graves violaciones a los derechos humanos, esto 
es: en sede de la ejecución de estos atroces crímenes ¿Cómo opera el principio de 
legalidad? 
Frente a ese interrogante, una de las posturas adoptada es la planteada por el 
Doctor Alfonso Daza, quien dijo: 
En la doctrina del Derecho Internacional el principio de legalidad penal ha 
tenido un proceso de evolución a partir del cual se ha venido modulando y 
flexibilizando su rigidez original para dar paso a juzgamientos de delitos cuya 
                                       
40 DAZA, Op Cit página 221 
41 COLOMBIA. CONGRESO DE LA REPUBLICA. Ley 599., Op. Cit., p.5.  
42 COLOMBIA. CONGRESO DE COLOMBIA., Ley 906 de 2004., Op.cit., p.3 
43 En sede del ordenamiento jurídico Penal Colombiano. 
44 Para el caso concreto, en sede de delitos de lesa humanidad. 
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obligación de perseguir y castigar se encuentra contenida en principios 
generales del derecho o simplemente ya se encontraban contenidos en 
instrumentos internacionales bajo la connotación de norma Ius cogens.45 
No obstante es imperativo tener en cuenta elementos relevantes de las diferentes 
posturas, puesto que si se opta por una rígida e inamovible, eventualmente serían 
dejadas en el olvido graves agresiones cometidas en contra de toda la humanidad,46 
pero el contrario, si se elige una postura flexibilizada del principio de legalidad, se 
corre el riesgo de incurrir en arbitrariedades tales, que conducirían a la inseguridad 





                                       
45 DAZA, Op Cit página 234 
46 Lo que se traduce en que el Derecho perdería la memoria a pesar de la magnitud de afectación 
que implican los crímenes de lesa humanidad, condenando a los habitantes del planeta a sufrir 
nuevamente las bárbaras atrocidades de que ha ido víctima a lo largo de su historia. 
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2. CRÍMENES DE LESA HUMANIDAD: NOCIÓN Y TRASCENDENCIA EN 
COLOMBIA 
La protección de los derechos del hombre ha venido avanzando en forma notable, 
sobre todo desde la postrevolución francesa; ello que no significa que antes de tal 
acontecimiento no se existiera la necesidad de proteger a la humanidad de ciertas 
acciones que se veían como atentatorias de los derechos más caros a los seres 
humanos, como lo expresa el Digesto de Jurisprudencia Latinoamericana sobre 
Crímenes de Derecho Internacional47, cuando cita a Carolina Fournet.48 Quien 
expresó que esta clase de conductas punibles: Son tan antiguos como la humanidad 
misma y, sin embargo, no surgieron como categoría jurídica sino hasta principios 
del siglo XX (…)”49. 
De esta manera, fue hasta el siglo XX en el que se acuñó la expresión – crímenes 
de lesa humanidad – que tiene por antecedente, de acuerdo con lo expresado por 
el prólogo de la Segunda y Cuarta Convención de La Haya de 1889 y 1897 en el 
que se emplean expresiones tales como: “humanidad”, “leyes de humanidad” y 
“dictados de la humanidad”.50 
En la Declaración del 28 de mayo de 1915 las naciones aliadas51 se refirieron a la 
masacre del pueblo armenio a manos del imperio otomano, como “crímenes de 
lesa humanidad”. Por este evento fueron declarados responsables todos los 
miembros del gobierno turco.52  
                                       
47 FUNDACIÓN PARA EL DEBIDO PROCESO. Digesto de Jurisprudencia Latinoamericana sobre 
Crímenes de Derecho Internacional. Bogotá. 2009. p. 28. 
 
49 FOURNET, Carolina, International Crimes, Theorys, Practice and Evolution, Cameron May – 
Cambrige, University Press, Reino Unido 2006. En Fundación para el Debido Proceso. Digesto de 
Jurisprudencia Latinoamericana sobre Crímenes de Derecho Internacional. Bogotá. 2009. p. 28 
50 KRAUT, Ricardo Luis, LOENZETTI, Alfredo Jorge. Derechos Humanos: Justicia y Reparación. La 
expresión de la justicia en la Argentina. Crímenes de Lesa Humanidad. Buenos Aires: Paidos 
editorial. 2011, p. 45. 
51 Francia, Gran Bretaña y Rusia. 
52 AMBOS, Kai. “Crímenes de Lesa Humanidad y Corte Penal Internacional”. En: Revista General 
del Derecho Penal. 2013. vol. 17.p. 96. 
26 
También se considera un antecedente a de la denominación, Crímenes de lesa 
humanidad, el Informe de 1919 presentado por la Comisión sobre la 
Responsabilidad de los Autores de la Guerra, tal como lo menciona Kraut, cuando 
hace un repaso de los orígenes de la expresión que posteriormente se empleó en 
los documentos que dispusieron los juicios de Núremberg y Tokio53.  
Posteriormente, en los Estatutos de los Tribunales de Yugoeslavia54 y Ruanda55, 
también se empleó la expresión con algunas modificaciones, en el Artículo 5° del 
primero, que usa el término, crímenes contra la humanidad, luego de lo cual 
enlista las conductas constitutivas de los mismos, pero los limita a un conflicto 
armado, ya sea internacional o interno y; en tanto que  el Estatuto de Ruanda, es el 
artículo 3° el que determina la competencia del tribunal en relación con conductas 
de lesa humanidad y no los liga al conflicto armado, y además, dado que los 
acontecimientos de Ruanda involucraron dos etnias, dentro de la relación de 
conductas constitutivas de tales crímenes, se incluyeron los motivos étnicos.  
Así pues, la delimitación de este tipo de conductas, dada su connotación, sufrió 
transformaciones hasta llegar a ser lo que hoy se conoce como “crímenes de lesa 
humanidad”, definidos en el Estatuto de Roma, al precisar cuáles son los delitos que 
serán de competencia de la Corte Penal Internacional, dentro de los que además 
se incluye el genocidio, los crímenes de guerra y los crímenes de agresión. 
El artículo 7° Estatuto de Roma, establece que se entiende por “crimen de lesa 
humanidad” “cualquiera de los actos siguientes cuando se cometa como parte de 
un ataque generalizado o sistemático contra una población civil y con conocimiento 
de dicho ataque”56.  
                                       
53 KRAUT, Op.cit., p.33. 
54 Es un cuerpo de la Organización de las Naciones Unidas, establecido en cumplimiento de 
la Resolución 827 de su Consejo de Seguridad, del 25 de mayo de 1993 
55 Fue creado por el Consejo de Seguridad de las Naciones Unidas, el 8 de noviembre de 1994, con 
el fin de perseguir, arrestar, juzgar, condenar y ejecutar a los autores o promotores del genocidio 
ruandés. 
56 CORTE PENAL INTERNACIONAL. Op.cit., p.5. 
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Esa norma hace una lista de las conductas punibles que, siempre que se cometan 
dentro de las circunstancias descritas, constituyen crímenes de lesa humanidad. 
Son:  
Asesinato, exterminio, esclavitud, deportación o traslado forzoso de población, 
encarcelación u otra privación grave de la libertad física en violación de normas 
fundamentales de derecho internacional; tortura; violación, esclavitud sexual, 
prostitución forzada, embarazo forzado, esterilización forzada o cualquier otra forma 
de violencia sexual de gravedad comparable; persecución de un grupo o colectividad 
con identidad propia fundada en motivos políticos, raciales, nacionales, étnicos, 
culturales, religiosos, de género, desaparición forzada de personas, el crimen del 
apartheid, y otros tratos inhumanos de carácter similar que causen intencionalmente 
grandes sufrimientos o atenten gravemente contra la integridad física o la salud 
mental o física”57.  
De esa forma, el precepto define qué debe entenderse por cada una de las 
anteriores conductas. Verbi gracia el ataque a una población civil, es un patrón 
de comportamiento que implica la realización de múltiples conductas que atentan 
contra aquella; actos enlistados en el artículo 7° del Estatuto de Roma y, además, 
deben obedecer a una estrategia de Estado o de una organización en procura de 
promover una política determinada.  
Aparentemente la disposición prevé una consagración clara acerca de lo que se 
entiende por delitos de “lesa humanidad”, así como de los elementos de los 
crímenes que los constituyen; pero en la práctica, su aplicación no resulta fácil 
debido a aspectos como: i. la vigencia en el tiempo de las normas protectoras, ii. Lo 
que se entiende por política de Estado o de una organización58; sólo para mencionar 
algunas de las dificultades que se presentan.      
En lo relativo a las decisiones internas e internacionales de América Latina, se 
resalta en el Digesto de Jurisprudencia Latinoamericana sobre Crímenes de 
                                       
57 Ibid., p.5. 
58 Lo que significa que se debe tratar de la comisión de múltiples de actos. 
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Derecho Internacional, como características de los crímenes de lesa humanidad “la 
gravedad del daño sufrido, así como las atroces consecuencias para las víctimas, 
sus familiares y la sociedad. Asimismo, las cortes latinoamericanas enfáticamente 
han resaltado que los crímenes de lesa humanidad deben ser extensos en 
naturaleza, es decir, deben ser cometidos de manera sistemática o generalizada”59. 
En términos más amplios, la jurisprudencia producida en la Corte Interamericana de 
Derechos Humanos60, es uniforme en considerar que los crímenes contra la 
humanidad, son aquellos que de manera más extensa y grave afectan múltiples 
derechos humanos, por lo cual, la humanidad en general reclama su castigo; pues 
el daño ocasionado trasciende más allá del individuo. Esa afectación debe tener 
características tales que signifiquen una grave ofensa contra los derechos más 
caros a la humanidad como la vida, la integridad física, la salud, la dignidad humana, 
entre otros, pero siempre manera sistemática y generalizada.  
En el Digesto de Jurisprudencia Latinoamericana, se hace un análisis de diversas 
decisiones del organismo jurisdiccional del ámbito interamericano, en el que la Corte 
va construyendo lo que el hemisferio entiende por delitos de lesa humanidad y las 
diversas conductas cuya realización encuadran en la descripción contenida en el 
“Estatuto de Roma”, y agrega, según el evento concreto, elementos que por su 
naturaleza forman parte de una afectación sistemática y generalizada contra la 
población civil. Concluye: 
Las normas que sancionan los crímenes de lesa humanidad tienen naturaleza de 
“jus cogens”, son de general observación y constituyen normas penales universales 
y fuentes de obligaciones penales individuales. 
                                       
59 FUNDACIÓN PARA EL DEBIDO PROCESO.,Op.cit., p.29. 
60 La Corte Interamericana de Derechos Humanos es un aparato judicial que hace parte de 
la Organización de los Estados Americanos (OEA). Es autónoma en relación con otros estamentos 
que la componen. Está físicamente ubicada en San José de Costa Rica y su misión consiste en  
aplicar e interpretar la Convención Americana sobre Derechos Humanos y otros tratados  a los que 
debe someterse el sistema interamericano de protección de derechos humanos. 
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La existencia de la norma de “jus cogens” que establece el castigo para los crímenes 
contra la humanidad tiene la naturaleza mixta, convencional y consuetudinaria 
(práctica interna y “opinio iuris” de los Estados).61. 
En Colombia, mediante la Ley 742 del cinco (5) de junio de dos mil dos (2002)62, se 
aprobó el Estatuto de Roma, haciéndolo parte de la legislación interna. A su vez, la 
Corte Constitucional, en la sentencia de control del artículo 241 numeral 10° de la 
Carta Superior,63 dijo:  
La definición de crímenes de lesa humanidad que trae el Estatuto difiere de la 
empleada hasta el momento en el derecho penal internacional en varios 
aspectos. Por un lado, el Estatuto amplía la definición de crímenes de lesa 
humanidad para incluir expresamente las ofensas sexuales, (distintas a la 
violación64), el apartheid y las desapariciones forzadas.65 El Estatuto además 
aclara que tales crímenes se pueden cometer en tiempos de paz o de conflicto 
armado y no requieren que se cometan en conexión con otro crimen, salvo que 
se trate del enjuiciamiento de cualquier grupo o colectividad, la cual ha de estar 
relacionada con otro acto enumerado en el artículo 7.1, o cualquier otro delito 
de la competencia de la Corte Penal Internacional.66 
                                       
61 FUNDACIÓN PARA EL DEBIDO PROCESO LEGAL. Op. cit., p.31. 
62 COLOMBIA. CONGRESO DE LA REPUBLICA. Ley 742. (5, junio, 2002). Por medio de la cual se 
aprueba el Estatuto de Roma de la Corte Penal Internacional, hecho en Roma, el día diecisiete (17) 
de julio de mil novecientos noventa y ocho (1998). Bogotá, 2002. p.1. 
63 Artículo 241. A la Corte Constitucional se le confía la guarda de la integridad y supremacía de la 
Constitución, en los estrictos y precisos términos de este artículo. Con tal fin, cumplirá las siguientes 
funciones: 10° Decidir definitivamente sobre la exequibilidad de los tratados internacionales y las 
leyes que los aprueben. Con tal fin, el gobierno los remitirá a la Corte, dentro de los seis días 
siguientes a la sanción de la ley. Cualquier ciudadano podrá intervenir para defender o impugnar su 
constitucionalidad. Si la Corte los declara Constitucionales, el Gobierno podrá efectuar el canje de 
notas; en caso contrario no serán ratificados. Cuando una o varias normas de un tratado multilateral 
sean declaradas inexequibles por la Corte Constitucional, el Presidente de la República sólo podrá 
manifestar el consentimiento formulando la correspondiente reserva. 
64 Este comportamiento está contemplado en los Estatutos de los Tribunales de Yugoslavia (artículo 
5(g)) y Ruanda (artículo 3(g), a pesar de lo que no fue contemplado en el Estatuto del Tribunal de 
Núremberg. 
65 CHESTERMAN, Simon. An Altogether Different Order: Defining the Elements of Crimes Against 
Humanity. 10 Duke Journal of Comparative and International Law, 2000, p.307.  
66 CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia C.-578 de 2002. M.P. Dr. Manuel José Cepeda Espinosa. 
Bogotá. 2002. p. 4.  
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Así pues, la descripción normativa de delitos de lesa humanidad comprende una 
serie de conductas cuya inclusión en tal listado, obedece a la necesidad de 
investigar, juzgar y sancionar67 los más graves atentados en contra de la 
humanidad; las mismas se han estructurado paulatinamente, en la medida en que 
se han refinado los comportamientos que generan mayores afectaciones a los 
derechos humanos, pues se parte de descripciones relacionadas con situaciones 
de guerra dentro de su propio contexto, para llegar a reconocerse, en la actualidad, 
que también hay crímenes de lesa humanidad en contextos de ausencia de conflicto 
armado interno o internacional; pero además, entran a engrosar el listado, las 
señaladas conductas, las relacionadas con motivos étnicos, o las que tienen que 
ver con sexualidad, que inicialmente no se avizoraban como constitutivas de 
afectaciones para la humanidad, pero que en la medida en que se han cometido, se 
ha dimensionado el verdadero daño causado y, ello justifica su inclusión en esa 
categoría jurídica con las consecuencias diferenciales que esto supone, frente a las 
mismas conductas pero cometidas en contextos diversos a los ataques 
generalizados y sistemáticos contra la población civil, como parte de una política 
estatal o de una organización.  
Lo expuesto conduce a que la doctrina y la jurisprudencia de los organismos 
internacionales y la interna de los Estados que hacen parte de tratados que se 
refieren a los delitos de “lesa humanidad”, se contradigan en algunas oportunidades;  
que en principio tuvieron su génesis en situaciones de guerra, pero que en la 
actualidad se entienden indistintamente dentro de conflictos armados internacional 
(CAI) o no internacional (CANI), pero también en tiempos de paz, tal como lo 
reconoce Kraut68. 
Ahora bien, teniendo claro que las conductas que ingresan a la categoría jurídica de 
lesa humanidad son aquellas que reúnen ciertas condiciones, conviene establecer, 
conforme al Estatuto de Roma, cuáles son. Al respecto la ONU promulgó el 
                                       
67En otras palabras, perseguir.  
68 KRAUT, Óp.,cit., p. 23. 
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documento contentivo de los “Elementos de los Crímenes”69, y se resalta que hay 
condiciones que generan el contexto y otras que son específicas para las diversas 
conductas de esta jerarquía.  
En cuanto a las primeras -de contexto-  por ataque debe entenderse una línea de 
conducta o patrón de comportamiento, que es algo que se extiende y continúa en el 
tiempo, sin que sea indispensable que se trate de un ataque militar propiamente 
dicho; al respecto Kai Ambos expresa que lo  sistemático-general, contenido en el 
artículo séptimo del Estatuto de Roma, convierte en Crímenes de Lesa Humanidad  
los actos individuales enumerados en dicha disposición, pero sólo si cumplen con  
lo que el autor denomina el test sistemático-general, de acuerdo con el cual, una 
vez aplicado, se garantiza que los actos individuales, aislados o aleatorios, no 
lleguen a constituir un Crímenes de Lesa Humanidad.70 
Por generalizado o sistemático se comprende; i.-sigue un patrón, ii.- es 
cuidadosamente organizado, es decir, se trata de una política, adoptada 
oficialmente o no; iii.- envuelve recursos diversos, pero al ser generalizado, implica 
que sea a gran escala, de carácter masivo, frecuente, colectivo, además, dirigido 
contra multiplicidad de víctimas; así lo afirma Diana Fernández Mejía, cuando 
expresa: 
La noción de ataque generalizado significa que los crímenes de lesa 
humanidad son conductas que se cometen en masa, cuyo resultado es la 
afectación de una gran cantidad de personas, lo que implica en términos 
cuantitativos, un alto número de víctimas. Sin embargo, para que todo acto que 
conlleve una vulneración de un número plural de personas se confunda con un 
crimen de lesa humanidad, debe entenderse que dicha conducta tiene que ser 
llevada a cabo como parte de una política de Estado u organización, aspecto 
éste que será precisado más adelante. Igualmente, el requisito de generalidad 
                                       
69 ORGANIZACIÓN DE NACIONES UNIDAS. Elementos de los Crímenes: Corte Penal Internacional. 
2000. 
70 AMBOS, Op.cit., p 103.  
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es lo que excluye los crímenes aislados o al azar, de la competencia de la Corte 
Penal Internacional71. 
Kai Ambos, coincide con la doctrinante en afirmar que es de la esencia de este 
elemento, que el ataque generalizado y sistemático, sea producto o consecuencia 
de una política, del Estado o de una organización; puesto que ello impide que delitos 
comunes, como podría ser un evento de crímenes en serie, llegue a catalogarse 
como de lesa humanidad, por el sólo hecho de contar con pluralidad de víctimas, 
por lo tanto, el elemento político es la característica  inescindible del ataque 
generalizado y sistemático72.  
También se ha discutido si las expresiones generalizado y sistemático deban 
interpretarse en forma separada es decir, una u otra, o si por el contrario, éstas 
deben aparecer siempre juntas, configurándose una posición alternativa y la 
segunda acumulativa. Profesores como Sánchez Sánchez73, dice que deben ser 
acumulativas, puesto que ello hace que los crímenes así cometidos afecten a la 
humanidad entera, es decir, hagan que adquieran una connotación especial que 
supera la propia ambición de justicia de las víctimas en particular, para que todo el 
género humano se sienta afectado y reclame el reproche de tales conductas.  
Por su parte Fernández74, es partidaria de optar por un enfoque alternativo, es decir, 
sistemático o generalizado, pero con la condición que obedezca al elemento político; 
o sea, a la realización de un plan elaborado según el cual se elija cometer actos 
cuya descripción encuadre dentro de las preceptivas de los atentados contra la 
humanidad.75 
Superado lo que se entiende por ataque sistemático y generalizado, conviene 
determinar qué entiende el Estatuto de Roma por población civil, para lo cual, los 
                                       
71 FERNÁNDEZ MEJÍA, Diana. El Crimen de Lesa Humanidad y la Ausencia de Consagración en la 
Ley Penal Colombiana. [en línea]. Bogotá: El Autor [citado 26 enero, 2016]. Disponible en Internet : 
< URL:  http://investigaciones.usbcali.edu.co/pcd/images/stories/crimen.pdf> 
72 AMBOS, Op.cit., p 105. 
73 SÁNCHEZ SÁNCHEZ. Catedrático Maestría en Derecho Penal de la Universidad Libre. 
74 FERNÁNDEZ MEJÍA, Op.cit., p 10. 
75 Ibid., p.31.  
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diversos autores han tomado posiciones distintas, puesto que unos acogen la 
definición del artículo 3° Común de los Protocolos de Ginebra: 
Artículo 3 - Conflictos no internacionales. En caso de conflicto armado que 
no sea de índole internacional y que surja en el territorio de una de las Altas 
Partes Contratantes cada una de las Partes en conflicto tendrá la obligación de 
aplicar, como mínimo, las siguientes disposiciones: 
1) Las personas que no participen directamente en las hostilidades, incluidos 
los miembros de las fuerzas armadas que hayan depuesto las armas y las 
personas puestas fuera de combate por enfermedad, herida, detención o por 
cualquier otra causa, serán, en todas las circunstancias, tratadas con 
humanidad, sin distinción alguna de índole desfavorable basada en la raza, el 
color, la religión o la creencia, el sexo, el nacimiento o la fortuna o cualquier 
otro criterio análogo. 
A este respecto, se prohíben, en cualquier tiempo y lugar, por lo que atañe a 
las personas arriba mencionadas: 
a) los atentados contra la vida y la integridad corporal, especialmente el 
homicidio en todas sus formas, las mutilaciones, los tratos crueles, la tortura y 
los suplicios; 
b) la toma de rehenes; 
c) los atentados contra la dignidad personal, especialmente los tratos 
humillantes y degradantes; 
d) las condenas dictadas y las ejecuciones sin previo juicio ante un tribunal 
legítimamente constituido, con garantías judiciales reconocidas como 
indispensables por los pueblos civilizados. 
2) Los heridos y los enfermos serán recogidos y asistidos. 
Un organismo humanitario imparcial, tal como el Comité Internacional de la 
Cruz Roja, podrá ofrecer sus servicios a las Partes en conflicto. 
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Además, las Partes en conflicto harán lo posible por poner en vigor, mediante 
acuerdos especiales, la totalidad o parte de las otras disposiciones del presente 
Convenio. 
La aplicación de las anteriores disposiciones no surtirá efectos sobre el estatuto 
jurídico de las Partes en conflicto.76 
Desde diversa perspectiva, otros como Fernández Mejía, dicen que tal definición no 
es aplicable en razón a que aquel hace una clara referencia a combatientes y no 
combatientes, aspecto éste que circunscribe la definición a situaciones de conflicto 
armado (internacional o no internacional), en tanto que ya ha sido determinado que 
los “crímenes de lesa humanidad” pueden ejecutarse aún en contextos extraños a 
los conflictos armados77. Para mayor claridad es de anotar que el Protocolo I de 
Ginebra, artículo 50, define a los civiles en forma negativa, esto es, por lo que no 
son: “Cualquiera que no es miembro de las fuerzas armadas o de un grupo 
organizado de alguna de las partes en conflicto”. 
En este orden de ideas, por población civil se entiende, cualquier persona, 
indistintamente de si es miembro o no de las fuerzas armadas; entonces aquella 
está conformada por la totalidad de individuos que integran un conglomerado social 
determinado. Puede ser víctima cualquier persona, aún un miembro de las fuerzas 
armadas, si el crimen reúne la totalidad de las condiciones que exige la normativa 
internacional para considerarlo como parte de un ataque sistemático y generalizado 
contra la población civil dentro del marco de una política de Estado o de una 
organización. Ya que en punto de Crímenes de lesa Humanidad, teniendo claro que 
su comisión no está atada a las normas de Derecho Internacional Humanitario.78 
De manera específica, tanto en el artículo 7° del Estatuto de Roma como en el 
documento contentivo de los “Elementos de los Crímenes”, explican las 
características que debe cumplir cada una de las conductas consideradas como de 
                                       
76 CONVENIOS DE GINEBRA. Protocolo II – Conflictos no Internacionales. 1977. p.3. 
77 FERNÁNDEZ MEJÍA, Op.cit., p.130. 
78 El DIH que es el derecho de la Guerra condena los delitos de lesa humanidad, pero no en forma 
exclusiva ya que este tipo de delitos también son contemplados en el DIDH. 
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“lesa humanidad”, lo cual permite que en todos los casos sea posible determinar 
cuándo un evento que sea reclamado como tal, efectivamente lo es, o por el 
contrario, a pesar de la gravedad de la o las conductas, no encuadra dentro de las 
previsiones normativas antes dichas.       
Como consecuencia, en conclusión, no todas las conductas que afectan derechos 
fundamentales pueden ser catalogadas de lesa humanidad; que para que lo sean, 
deben superar el test de tipicidad que comporta un análisis de si se trata o no de un 
ataque, como línea de conducta contra la población civil, (entendida esta como 
todas las personas que conforman un conglomerado social determinado), y que ese 
ataque sea generalizado y sistemático, es decir, multiplicidad de hechos 
obedeciendo un plan elaborado, que desarrolle o materialice una política que puede 
ser estatal o de un grupo organizado sin tal característica, y siempre que se actúe 
con conocimiento de que se está ejecutando el acto, lo que no significa en modo 
alguno, que todos los autores de las conductas deban conocer la totalidad del plan, 













3. PRINCIPIO DE LEGALIDAD ESTRICTO EN SEDE DE “CRÍMENES DE LESA 
HUMANIDAD” EN COLOMBIA 
Para la investigación y juzgamiento de cualquier conducta punible, el ordenamiento 
jurídico colombiano establece que la ley penal, tanto sustancial como procesal, 
vigente al momento de la ocurrencia de los hechos que se pretende judicializar, es 
la aplicable. Así lo estatuye la Ley 599 de 2000 (artículo 6), la Ley 906 de 2004 
(artículo 6) y Constitución Política de Colombia (artículo 29). 
Lo enunciado, se traduce en que no es posible emplear la ley penal, procesal ni 
sustancial, de manera retroactiva, es decir, a conductas ocurridas con anterioridad 
a la existencia y entrada en rigor de la norma que las regula y/o penaliza. Así pues, 
encontramos que, ab initio, la irretroactividad de la ley penal hace parte inescindible 
del principio de legalidad, que a su vez constituye norma general y garantía fundante 
del derecho penal, tanto sustancial como procesal; sin perjuicio de la favorabilidad. 
De otra parte, además de la irretroactividad, el principio de legalidad encuentra 
asidero en el fenómeno de la prescripción, figura jurídica que limita en el tiempo el 
accionar punitivo del Estado y constituye una de las formas de extinguir el ejercicio 
de la acción penal, tal como lo establece nuestro ordenamiento sustancial en el 
numeral 4° de su artículo 82. Consiste tal concepto en la cesación de la posibilidad 
de ejercer la actividad procesal en contra del penalmente responsable tras 
transcurrir un lapso determinado, concepción que va dirigida a materializar el deber 
constitucional de una adecuada y ágil administración de justicia, pretendiendo hallar 
un balance entre los derechos que le asisten procesado y los derechos de las 
víctimas a la verdad, la justicia, la reparación y la garantía de no repetición.  
El profesor Alfonso Daza, cita al autor Gómez López, quien indica que: 
Por legalidad-tipicidad “La ley define como delito un comportamiento en su 
dimensión objetiva, subjetiva, individual y social, pues el acto delictivo únicamente 
puede ser aquel que entra en interacción y ofende intereses o bienes; el acto punible 
no puede ser la imposición de una actitud ética o de conciencia (…) la acción sólo 
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puede ser punible en cuanto entre en relación lesiva con derechos ajenos 
individuales, sociales o colectivos”.79 
Al observar de manera integrada el principio de legalidad, el cual abarca la ausencia 
de retroactividad de la ley penal y el fenómeno de la prescripción, es posible 
determinar que uno de sus propósitos es fortalecer su facultad protectora, sin 
distinción del delito o sujeto activo de la acción penal, cualquiera que esta fuere, 
incluso, en sede de los denominados “crímenes de lesa humanidad”. 
Ahora bien existe una pugna entre el respeto total y absoluto al principio de legalidad 
en sentido estricto e inflexible, inserto tradicionalmente en el ordenamiento penal 
colombiano,   y los instrumentos internacionales80 de protección de los derechos 
humanos que conllevan una aplicación flexibilizada de la legalidad, en razón a la 
complejidad que reviste la investigación, juzgamiento y sanción de los crímenes más 
atroces cometidos contra la humanidad.   
Resulta palmaria la disyuntiva en la que se debate Colombia: de una parte, el deber 
internacional de proteger los bienes jurídicamente tutelados en acatamiento a los 
tratados internacionales referentes a los crímenes de lesa humanidad y en 
consecuencia aplicar de manera flexible el principio de legalidad, usando como 
herramienta la retroactividad y la imprescriptibilidad; y, de otra parte, la obligación 
de respetar el principio de legalidad estricto arraigado en la legislación nacional, que 
abarca la irretroactividad de la ley y la prescripción de la acción penal, como 
instrumentos jurídicos y normativos que propenden por un sistema estable, seguro 
y confiable. 
                                       
79 GOMEZ LOPEZ, Jesús Orlando. Teoría del Delito. Ediciones Doctrina y Ley. Bogotá D.C., 2003, 
p.157. citado por DAZA GONZLEZ, Alfonso. Los Deberes del Estado Colombiano de investigar, 
juzgar y sancionar los delitos internacionales. Universidad Libre, Departamento de Publicaciones, 
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Protección de los Derechos Humanos y de las Libertades Fundamentales de 1950 (artículo 7, 
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Aunado a lo expuesto, es innegable que el principio de legalidad, estricta, ostenta 
gran importancia en relación con los derechos de los procesados y refleja 
estabilidad y seguridad jurídica.  
Seguridad que, de mirar la legalidad como un principio rígido, severo y de riguroso 
cumplimiento, entra en crisis al momento de considerar imprescriptible ciertos 
delitos y volver maleable y retroactiva a la ley penal, pues los asociados, tanto 
víctimas como victimarios, no sabrían qué esperar del sistema jurídico - penal, 
quienes desconocerían lo que este les ofrece, es decir, se harían débiles las 
garantías que el Estado está en la obligación de brindar.  
Al respecto, una parte de la doctrina ha manifestado su discrepancia con esta forma 
de interpretación y aplicación flexibilizada del principio de legalidad penal y bajo 
validos argumentos resaltan los beneficios históricos que ha brindado la aplicación 
estricta de dicha garantía, al constituirse, de una parte,  en freno al abuso del  poder 
punitivo del Estado o sus gobernantes y  de otra, en garantía de seguridad jurídica 
para todos los asociados. 
Esta legalidad, debe ser entendida no solo como tipificación en ley previa de las 
conductas de lesa humanidad, sino integralmente en todas sus dimensiones, 
atinentes a la determinación clara, precisa y estricta de los delitos, el procedimiento 
aplicable, las penas, la ejecución de la mismas y los tribunales competentes 
encargados de su aplicación y juzgamiento, junto con la consideración de los 
fenómenos de la prescripción e irretroactividad de la ley penal. 
El exmagistrado de la Corte Suprema de Justicia, Edgar Saavedra Rojas, defiende 
férreamente el ejercicio estricto y exacto del principio de legalidad, del cual afirma 
que su fundamento radica en constituir: 
Una razón de tutela  de los derechos y garantías del ciudadano, que en virtud 
del mismo, tiene un escudo protector frente al despotismo del Estado y frente 
a la arbitrariedad de los funcionarios que ejercen la represión  -policías, fiscales, 
jueces y guardianes penitenciarios- de un lado, y del otro es la garantía que 
sustenta un verdadero Estado de Derecho, liberal y democrático, porque es 
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imposible pensar en un Estado garantista sin que en el mismo no se reconozca 
de manera integral y sin excepciones el principio de legalidad.81 
Para efectos de su oposición a la flexibilización del principio de legalidad, el autor 
en cita, recuerda la naturaleza garantista del principio, que limita el poder punitivo 
del Estado y deriva en derechos de extraordinaria trascendencia para los 
ciudadanos tales como: i.- la imposibilidad reprochar conductas delictivas, de no ser 
por la voluntad manifiesta del legislador, es decir, tipificación previa de las conductas 
consideradas como delictivas; ii.- prohibición de imponer castigos que no estén 
previamente establecidos en una ley y que la misma este acorde con las previsiones 
punitivas de la Constitución Política, dicho de otra manera, la legalidad de las penas; 
iii.- la obligación de imponer la pena prevista normativamente al final de un proceso 
adelantado con estricto apego al debido proceso constitucional y legal, -legalidad 
del procedimiento- iv.- la legalidad de las pruebas que sustentan la decisión, esto 
es, la práctica y aporte oportuno de los medios desconocimiento dentro del marco 
legal que los sustenta; v.- la reserva judicial de investigación, juzgamiento, sanción  
y su ejecución, y,  vi.- la seguridad de que la ejecución de la pena se desarrolle 
dentro de las previsiones normativas y el respeto a la Dignidad Humana.  
Además, resalta que: “La competencia única, exclusiva e indelegable del legislativo 
para regular todo lo relacionado con el hecho delictivo, desde su tipificación, su 
investigación, juzgamiento y cumplimiento de la pena, surge de la concepción 
tripartita del Estado moderno, precisamente para evitar los abusos que fueron una 
constante durante los periodos históricos precedentes en el feudalismo y la 
monarquía absoluta europea”82  
El doctrinante en comento, expresa su preocupación frente a la creciente 
trascendencia a nivel interno del Derecho Internacional Humanitario, especialmente 
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82 Ibid. p.9.  
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a partir de la expedición de la ley 742 de 2002 que ratificó el Estatuto de Roma, el 
cual creó la Corte Penal Internacional. 
Lo anterior, en razón a que como consecuencia de la imprescriptibilidad de los 
delitos allí previstos, en su parecer, se han producido “preocupantes jurisprudencias 
de fiscales, jueces, tribunales y particularmente de la Corte Suprema de Justicia -
Sala de Casación Penal- que han concluido en la existencia típica de algunos de 
estos delitos, como el de desaparición forzada de personas, no por decisión 
legislativa colombiana, sino con fundamento en tratados internacionales suscritos 
por nuestra patria”83.  
Considera el autor, que esas preocupaciones están fundamentadas en la 
interrelación que dicho Tratado ha tenido con el principio de legalidad interno y la 
forma como ha sido entendido por la jurisprudencia de las altas Cortes, en casos 
que son rituados con aplicación del ordenamiento penal colombiano, en los que 
debe considerarse la naturaleza complementaria del Pacto de Roma, dado que en 
su entender,  “solo son aplicables a casos colombianos, cuando la Corte asuma la 
competencia por haberse presentado alguna de la hipótesis previstas en dicho 
estatuto”84, de donde considera absolutamente claro, que las previsiones 
normativas del citado ordenamiento no podrán ser aplicadas a casos que se 
procesen, bajo la competencia de jueces colombianos y por medio de legislación 
nacional.85 
En tal sentido, Saavedra Rojas, analizó el principio de legalidad desde el 
establecimiento del Tribunal de Núremberg, hasta el Estatuto de Roma y la 
sentencia de la Corte Constitucional  C-578 del 30 de julio de 2002, aprobatoria del 
mismo en nuestro país. Contempló la legalidad en todas sus dimensiones y 
confrontó con lo dispuesto en la Carta Política colombiana, para, con base en las 
                                       
83 Ibid. p.11. 
84 Ibid. p.12.  
85 Ibid. p.13. 
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conclusiones de su análisis, plantear su absoluta discrepancia con la flexibilización 
del principio bajo las siguientes argumentaciones:  
1. Al consagrase el principio de legalidad en la Declaración Universal de los 
Derechos Humanos,86 artículo 11, inciso 2, cuando hace referencia al 
nacional y al internacional, deja la puerta abierta para que se produzcan 
legislaciones como la que dio origen a la Corte Penal Internacional; sin 
embargo, acota que la misma precisión gramatical utilizada en el citado 
inciso, no deja dudas que los tratados aprobados antes de la segunda guerra 
mundial, no podrían servir de fundamento para la creación de nuevos  
tribunales como los de Núremberg, Tokio o los distintos tribunales nacionales 
que algunos países europeos crearon para juzgar los hechos ocurridos en la 
citada conflagración, en razón, a que sin bien es cierto, en dichos tratados se 
regulaba la contienda marítima, terrestre y aérea y se prohibían ciertas 
formas de hacer la guerra, no es menos cierto, que allí no se tipificaban 
hechos delictivos con señalamiento de penas para sus autores, por lo que, 
desde la perspectiva de la aplicación estricta del principio de legalidad, era 
imposible investigar, enjuiciar y sancionar a los responsables de los atroces 
hechos cometidos por los militares alemanes durante la segunda guerra 
mundial.87  
2. Pone de presente que los tribunales de Núremberg y Tokio, así como los 
creados para la ex Yugoeslavia y Ruanda, son tribunales ex post facto, 
creados únicamente para enjuiciar y castigar conductas cometidas antes de 
su creación y por consiguiente, en el momento de su consumación no 
estaban consideradas como delitos en ley nacional, ni descritas plenamente 
en los tratados internacionales; es decir, con desconocimiento del principio 
de legalidad, pero lo que resultó más grave aún, fue la confirmación de los 
principios de Derecho Internacional sobre los que había actuado el  Tribunal 
                                       
86Adoptada y proclamada por la Asamblea General de las Naciones Unidas por  medio de la 
Resolución 217 A (III), del 10 de diciembre de 1948. 
87 Ibid. p.43. 
42 
de Núremberg88, puesto que ello le dio legitimidad a un tribunal de hecho,  en 
cuya creación y funcionamiento se vulneraron gran parte de los principios 
que han sido reconocidos por la misma ONU89, entre otros,  el principio de 
legalidad, frente a: las penas, el procedimiento, los medios probatorios, la 
doble instancia y la posibilidad de recusar a los jueces90.  
3. En cuanto a la tipificación de los delitos, como  esencia del principio de 
legalidad, entre ellos los de lesa humanidad, manifiesta que en los tratados 
anteriores al Estatuto de Roma no existe una verdadera descripción en los 
instrumentos Internacionales que permita la adecuación de conductas a los 
tipos enunciados en los mismos, dado que lo que allí se da es una simple 
enumeración de conductas reprochables, o  recomendaciones para 
prevenirlos, o consejos para que se tipifiquen a nivel de las legislaciones 
nacionales “lo cual no constituye una conducta punible, dado que la tipicidad, 
exige  la descripción gramatical e inequívoca de la conducta reprochada y el 
establecimiento de su correspondiente pena, además de establecerse el 
debido proceso para su juzgamiento y posterior ejecución de su sanción”.91   
4. Frente a la legalidad de las penas, sostiene que es un capítulo incierto y no 
terminado dentro del Estatuto de Roma, porque se concede excesivo arbitrio 
a los jueces, puesto que la pena fundamental es la de la privación de la 
libertad que puede ir de 1 día hasta 30 años de prisión o cadena perpetua, 
de acuerdo con el criterio subjetivo de los jueces que integran la Corte Penal 
Internacional. 
5. En lo que concierne a la interpretación y aplicación de las normas 
internacionales, señala que los tribunales nacionales están siendo más 
radicales que el propio Estatuto de Roma, dado que a la luz de los artículos 
11 y 24 del citado  Instrumento, se prevé que dicha normatividad solo es 
aplicable para crímenes que se cometan con posterioridad a la vigencia del 
                                       
88 Aprobados por la Comisión de Derecho Internacional de las Naciones Unidas en 1950. 
89 Organización de Naciones Unidas 
90 SAAVEDRA, Op. cit., p.79.  
91 Ibid., p.274 
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mismo y que por ejemplo, para lo acaecido en el “Holocausto del Palacio de 
Justicia”,92 se procesó y ya hay algunos sentenciados por el delito de 
desaparición forzada, que solo fue tipificado a partir de julio de 2000, siendo 
los hechos el 6 y 7 de noviembre de 1985; de donde se desprende una 
inadecuada aplicación del principio de legalidad. 
6. La sentencia C-578 del 2002, por la cual se declaró exequible el Estatuto de 
Roma es contradictoria, en el sentido que de una parte reconoce las 
deficiencias de legalidad en la descripción de las conductas objeto de 
represión, pero por otra, aprueba la concordancia de las mismas con la 
Constitución Política de Colombia, la cual contempla una legalidad estricta. 
7. Hace énfasis en que la Sala de Casación Penal ha consentido en la 
aplicación retroactiva de la ley penal colombiana y en la imprescriptibilidad 
de la acción penal, con el loable propósito de que gravísimos crímenes 
cometidos por miembros de las autodefensas y otros crímenes de igual 
magnitud cometidos en el país no queden en la impunidad93.  
8. Sostiene que dicha instancia ha entendido que nuestro país está sometido a 
una doble legalidad, sobre la base de la aplicación por parte de nuestros 
jueces, no solo de la legislación nacional contenida en el Código Penal, sino 
también de la legislación internacional  integrada por los tratados, incluidos 
los no suscritos por Colombia, con el único fin de llenar vacíos o lagunas de 
la legislación nacional o para predicar la Imprescriptibilidad de la acción de 
los delitos que son competencia de la Corte Penal Internacional. 
9. Discrepa de la posición de la Sala de Casación Penal en los aspectos 
mencionados, porque las decisiones tomadas al respecto, están sustentadas 
en argumentos sofísticos, que se constituyen en precedentes 
jurisprudenciales “terriblemente peligrosos” que podrían ser usados para lo 
contrario, es decir, para legalizar la represión y persecución a los ciudadanos.  
                                       
92 La toma del Palacio de Justicia, también llamada Operación Antonio Nariño, por los derechos del 
Hombre fue un asalto perpetrado en Bogotá, Colombia, el 6 de noviembre de 1985 por un comando 
de guerrilleros del Movimiento 19 de abril (M-19) al Palacio de Justicia.  
93 Haciendo referencia a la sentencia de la Corte Suprema de Justicia Sala de casación Penal dentro 
del proceso 33039 del 16 de diciembre de 2010, MP. José Leónidas Bustos Martínez 
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Saavedra Rojas  reitera su defensa al  principio de legalidad estricta, al aceptar la 
necesidad de la existencia de una jurisdicción penal universal que persiga los más 
aberrantes crímenes en conflictos internos o internacionales, para que no queden 
impunes, pero critica que dicho objetivo se logre de cualquier manera y menos 
desconociendo o inaplicando la Constitución Política y/o la legislación interna.  
Argumenta que no es posible sacrificar los principios que originaron las Naciones 
Unidas y menos aún aceptar tribunales de facto; como en nuestro país, la Justicia 
Penal Militar o las Jurisdicciones Especializadas en los ámbitos nacionales, entran 
a cumplir con un encargo o misión impuesta por las autoridades que los crearon. 
Concluye su ensayo afirmando que: 
Las manifestaciones delictivas de manera general son coyunturales, y la 
precaria justicia de los hombres siempre ha permitido que muchos delitos 
prescriban, que muchos culpables sean absueltos y algunos inocentes sean 
condenados. Es la constante de nuestra justicia, precisamente porque es un 
producto de los hombres. Es preferible que algunos casos graves de 
criminalidad queden en la impunidad, y no poner en peligro de disolución al 
Estado de Derecho, que con el loable, pero inaceptable propósito, de evitar que 
ciertos crímenes queden en la impunidad. 94 
Frente al tema el profesor Alejandro Ramelli Arteaga, sostiene que salvo el Estatuto 
de Roma de la CPI y los “Elementos de los Crímenes”, los demás instrumentos 
internacionales que aluden a los crímenes de lesa humanidad se limitan a realizar 
un listado no exhaustivo de ellos, sin entrar a describirlos típicamente.  Situación 
que se ha considerado como una violación al principio de legalidad.95 
El autor Colombiano Gilberto Martínez Rave, en clara referencia a la aplicación del 
Principio de legalidad en sentido estricto, señaló que las conductas que originen la 
investigación y el juzgamiento deben estar específicamente establecidas como 
                                       
94 SAAVEDRA, Op. cit., p.79. 
95 RAMELLI ARTEAGA, Alejandro. Compilación. Bogotá: Universidad de los Andes, Embajada 
Alemana, 2011. p.33.  
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delito y que igualmente el procedimiento para investigarlo y juzgarlo debe estar 
establecido en las normas vigentes, es  decir, que tanto las normas sustantivas 
como procesales deben encontrarse vigentes a la comisión del hecho.96 
En el mismo sentido, frente a la importancia del principio de legalidad a nivel 
internacional se conocen posturas que abogan por el respeto y cumplimiento de 
dicha figura, así el profesor Eugenio Rafael Zaffaroni, refiriéndose a la garantía 
consagrada en el artículo 18 de la Constitución Argentina, considera que sin el 
principio de legalidad penal, sería imposible un derecho racional y, por ende, un 
ejercicio no arbitrario del poder, por lo que concluye: 
En efecto, no se puede inculpar racionalmente al que no tenía medio de saber 
que su conducta estaba prohibida, porque de hecho no lo estaba; nadie puede 
abstenerse de realizar lo prohibido cuando no está prohibido.  El derecho penal, 
cuando prescinde del principio de legalidad, se convierte en un arbitrario 
ejercicio de fuerza y por ende, deja de ser derecho.97 
Añadió en relación con el  principio de legalidad y el funcionamiento del Tribunal de 
Núremberg, que éste desempeñó un papel importante en la concepción jurídica 
anglosajona, conforme a la cual, el precedente jurisprudencial crea el derecho, 
razón por la cual, suele argumentarse que la propia jurisprudencia de Núremberg 
es creadora de derecho; sin embargo, resalta que la creación jurisprudencial de los 
tipos penales, siempre será una violación al principio de legalidad, sea cual fuere el 
sistema que la adopte y que además constituye una  “incuestionable merma de la 
seguridad jurídica” y destaca el reconocimiento que de lo anterior hacen los teóricos 
británicos, al punto de que en dicho Estado la facultad jurisprudencial de crear 
delitos se restringió hasta que en 1972 quedó totalmente suspendida98.  
                                       
96 MARTINEZ RAVE, Gilberto. Procedimiento Penal Colombiano. Bogotá: Editorial Temis, 1992. 
p.23.   
97 En FIGUEREDO, Manuel. El yo acuso argentino. . [en línea]. Bogotá: El Autor [citado 1 febrero, 
2016]. Disponible en Internet : < URL:   http://elyoacusoargentino.blogspot.com.co/2012/12/capitulo-
568-postura-del-profesor-dr.html>  
98 Ibid., p.2.  
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Así las cosas, el doctrinante en mención, adopta una postura que respalda el 
respeto estricto al principio de legalidad penal, reconociendo como única fuente 
creadora de tipos penales a la ley, por lo que frente a los juicios de Núremberg, 
consideró que se basaron sobre la circunstancia de ser impuesto por el vencedor y 
que no hubo ninguna organización internacional que lo legalizare, salvo el mismo 
ejercito vencedor. Por lo que reiteró que el primer texto de post-guerra que tipificó 
un delito penal de naturaleza internacional es la Convención sobre Genocidio, de la 
Organización de las Naciones Unidas, del 9 de diciembre de 1948, y resaltó que en 
la misma se reserva lo atinente a la legislación interna99. 
De igual manera la catedrática Española Rosario de Vicente Martínez, también 
citada por Saavedra Rojas, frente a la rigidez que debe tener el principio aludido 
señala que: 
El origen del principio de legalidad hay  que hallarlo en la filosofía de la 
ilustración en aquel momento histórico en el que el pueblo pasa a ser 
instrumento y sujeto pasivo del poder absoluto del Estado o del  monarca que 
lo encarna, a controlar y participar de ese poder, exigiendo unas ganancias en 
su ejercicio, sólo entonces se añade a la idea de que el juez debe estar sujeto 
a la ley, la idea de que esta ley no puede ser otra que la aprobada  
exclusivamente por un poder legislativo que representa a los ciudadanos100 
En este mismo sentido la autora hace énfasis en que la importancia del principio de 
legalidad radica en una reserva absoluta de la ley que debe comprender todos los 
temas relacionados con la precisión de los delitos y de las penas. El principio de 
legalidad se identifica con la reserva sustancial y absoluta de la ley, cobijará la 
definición de los delitos y el establecimiento de las penas correspondientes y las 
normas de las que se deduzca la imposición o agravación de cualquier pena, de tal 
                                       
99 Al respecto reza el artículo 1 de dicho estatuto “Las partes contratantes confirman que el genocidio, 
ya sea cometido en tiempo de paz o en tiempo de guerra, es un crimen de derecho de gentes, que 
se comprometen a prevenir y castigar”. 
100 DE VICENTE MARTÍNEZ, Rosario. El Principio de Legalidad Penal. Bogotá: Tirant lo Blanch, 
2004. p.19.  
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manera, que esta garantía comporte la proscripción de normas infra legales, sean 
escritas o consuetudinarias101. 
En sus reflexiones acota que la esencia del significado del principio de legalidad se 
materializa en cuatro  prohibiciones, a saber: i.- la de retroactividad de las normas 
que fundamentan o agravan la pena; ii.- la de regulación por normas que emanen 
del ejecutivo; iii.- la de la analogía; y, iv.- en general, creación judicial del derecho y 
de regulación de la materia penal por normas consuetudinarias102. No queda duda 
acerca de su posición frente a la aplicación estricta del citado principio, cuando 
afirma que: 
El principio de legalidad constituiría una simple declaración de buena voluntad 
sin eficacia alguna, si no se determinan unas ulteriores precisiones ordenadas 
a dotarle de realidad atendiendo a su esencia y a su propia razón de ser. Por 
eso mismo el principio de legalidad, convertido en garantía jurídica de los 
ciudadanos frente al poder punitivo del Estado se traduce en las siguientes 
garantías fundamentales: no hay delito sin una ley previa, escrita y estricta, 
no hay pena sin ley, la pena no puede ser impuesta sino en virtud de un juicio 
justo y de acuerdo con lo previsto por la ley, y la ejecución de la pena ha de 
ajustarse a lo previsto en los reglamentos. Son los denominados principios de 
legalidad criminal, penal, jurisdiccional o procesal y de ejecución, a través de 
estas cuatro garantías se controla el poder punitivo estatal en todos los 
estadios en que se ejerce103   
De lo hasta aquí expuesto es este capítulo, es posible afirmar que el principio de 
legalidad, ha sido consagrado en las legislaciones internas de cada Estado de 
manera estricta, es decir, contemplando todas las dimensiones del mismo en lo 
atinente a la tipicidad de los delitos, de las penas a imponer, del procedimiento a 
aplicar y de los  tribunales competentes para juzgar. 
                                       
101 Ibid., p.27.  
102 Ibid., p.28. 
103 Ibid., p.32. 
48 
Sin embargo, en la perspectiva internacional,  la tendencia, en relación con las 
conductas consideradas como crímenes contra la humanidad es hacia la aplicación 
flexibilizada mas no anulatoria del principio, dado que, tanto el  Tribunal de  
Núremberg, como  los demás creados antes del Estatuto de Roma, fueron 
constituidos sobre la base del principio de legalidad traído de normas 
consuetudinarias internacionales, que definieron delitos, asignaron penas y crearon 
tribunales para su juzgamiento, abriendo la perspectiva de  una aplicación 
retroactiva de la ley y la ausencia de prescripción en relación con la acción penal 
para dichos crímenes. 
Existen fuertes tensiones entre la aplicación estricta y la flexibilizada del principio de 
legalidad penal.   Sin embargo, desde ya se advierte que el principio de legalidad 
penal es uno solo y está plenamente consagrado tanto en los ordenamientos 
jurídicos domésticos, como en la legislación internacional, con la diferencia que en 
este ámbito se acepta su carácter consuetudinario, de tal manera, que la resolución 
a dicha problemática puede estar más en desentrañar la naturaleza misma del delito 
de lesa humanidad, para definir la normatividad y procedimiento utilizable, centrada 
en el reconocimiento claro de estas conductas y en la elección de las normas 
aplicables a dichos casos, aspecto que se dilucidará más adelante.   
Es imperioso reconocer que los denominados “crímenes de lesa humanidad” en 
Colombia, se han presentado desde, al menos, sesenta (60) años atrás y se 
desarrollaron con ocasión del conflicto social y armado constante que nos aqueja; 
no obstante, si bien, es cierto esta problemática tiene carácter crónico en la 
sociedad colombiana, también lo es, que el ordenamiento jurídico interno y la 
jurisprudencia carecen de fuerza protectora efectiva, eficiente y eficaz, en lo que a 
la protección de Derechos Humanos respecta.  
Resultado de las observaciones y análisis decantados, se infiere,  que hasta el 
momento, el Estado colombiano, a través de su sistema jurídico–penal doméstico, 
no ha reducido el flagelo de la violencia, lo que conduce a que el país sea víctima 
de delitos de envergadura tal, como los crímenes de lesa humanidad, reflejando la 
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incapacidad de proteger los derechos humanos fundamentales de los ciudadanos, 
por carecer de herramientas jurídicas sólidas para garantizar el respeto de los 
mismos y hacer frente a la monstruosidad de los crímenes perpetrados a lo largo de 
la historia. Situación que se traduce en desconfianza hacia el Estado en general y 
la administración de justicia en particular. 
Todo esto, para dilucidar que la colaboración y cooperación internacional que 
ofrecen los diferentes tratados y convenios internacionales, a pesar de sus posibles 
falencias, vacíos legales y jurisprudenciales o ambigüedades, conforman una haz 
normativo sólido para hacer efectivo el respeto a los Derechos Humanos. Beneficio 
que no brinda el principio de legalidad entendido en un sentido estricto,  para efectos 
de conductas que atentan contra la humanidad, ya que a pesar que podría alegarse 
que ofrece seguridad jurídica, también es de reconocer que existe en la sociedad 
una sensación de impunidad y descredito en sede de crímenes de lesa humanidad 
con respecto a la administración de justicia, que genera desconfianza de 
proporciones abrumadoramente superiores a las que forjaría la flexibilización, no 




4. FLEXIBILIZACIÓN DEL PRINCIPIO DE LEGALIDAD, EN SEDE DE 
“CRÍMENES DE LESA HUMANIDAD” 
Cada vez es más evidente que tanto el Derecho como la Jurisprudencia 
Internacional permean el sistema jurídico doméstico; situación altamente 
impactante, ya que, indiscutiblemente, genera consecuencias que no pueden ser 
ignoradas, tal como la maleabilidad del principio de legalidad en sede de “crímenes 
de lesa humanidad”. 
Así es que, a través de la utilización de instrumentos jurídicos ofrecidos por el 
Derecho Internacional, se pretende proteger los Derechos Humanos, mediante el 
empleo de mecanismos efectivos, en el mundo entero, persiguiendo y enjuiciando 
los crímenes más atroces y las faltas más graves cometidas contra la humanidad 
alrededor de todo el orbe, en aras de promover la colaboración y cooperación entre 
naciones, ayudar a la construcción de las paz mundial y la seguridad de la 
comunidad internacional. Esto, aplicando normas de ese  carácter, bien sea de 
naturaleza consuetudinaria o convencional. 
A pesar de ello, es inviable desconocer por completo las protestas de los sujetos 
activos de la acción penal, quienes reclaman un respeto total del principio de 
legalidad, esgrimiéndolo como arma que garantiza “la estabilidad jurídica y la 
estabilidad del Estado de Derecho”104, y reclaman para sí, la aplicación, en toda su 
extensión, de la prescripción de la acción penal y la irretroactividad de la ley. Sin 
que por ello resulte sensato desconocer la doctrina y las tendencias internacionales 
en sede de “crímenes de lesa humanidad”, que propenden por aplicar la ley 
retroactivamente a los mismos y, los tiene como imprescriptibles, tanto para la 
investigación, como para la aplicación de una pena que los castigue. 
“No cabe duda que las directrices internacionales, tanto las derivadas del derecho 
convencional como del derecho consuetudinario, a pesar del extendido 
                                       
104 DAZA González, Alfonso. “Legalidad y prescripción frente a la Investigación de crímenes de lesa 
humanidad en Colombia”. En: ISSN: 1900-0448, IUSTA, N.º 38, enero-junio de 2013, p. 214. 
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reconocimiento del principio de legalidad son proclives a apoyar esta segunda 
postura, a saber, la necesidad de juzgar los crímenes de lesa humanidad en 
cualquier tiempo y a partir de leyes aplicadas de manera retroactiva. Después de la 
segunda guerra mundial se consolidó en la comunidad internacional un cuerpo 
normativo y jurisprudencial que aboga por el castigo a toda costa de los crímenes 
más graves, que prohíbe las leyes de amnistía o punto final, que fija estándares muy 
altos de verdad, justicia y reparación para las víctimas, que monitorea los 
mecanismos internos de justicia transicional y, en fin, que impones serias 
obligaciones a los estados en sede de derechos humanos”.105 
En este orden de ideas, para hablar de la flexibilización del principio de legalidad 
frente a crímenes de lesa humanidad, es menester traer a colación el fenómeno de 
la imprescriptibilidad, que debe ser entendido como la característica de algunas 
conductas que constituyen agravios, que sin importar el paso del tiempo, conservan 
la condición de delito, es decir, que guardan su vigencia y validez; y cuyos autores 
y participes son susceptibles de ser investigados, procesados y castigados, 
independientemente del tiempo transcurrido. 
Desde finales del siglo XIX106, las atrocidades de la guerra alcanzaron niveles 
inusitados, lo que llevó a la comunidad de las naciones a repensar la forma de llevar 
adelante los conflictos armados, siendo el propósito principal, “humanizar la guerra”.  
Pero definitivamente, lo que ocurrió en la Segunda Guerra Mundial, desbordó lo 
impensable, generándose una conciencia universal sobre la necesidad de adoptar 
acciones en procura de evitar que el holocausto107 se repita.  
Posteriormente, las medidas que se tomaron en relación con los conflictos armados 
internacionales, se extendieron a las conflagraciones internas e incluso a las 
                                       
105 DAZA, Op.cit., p. 214. 
106 Henry Dunat cuando observó el campo de la batalla de Solferino inició un movimiento que 
finalmente concluyó con la creación de un cuerpo de auxilio neutral, hoy conocido como el “Comité 
Internacional de la Cruz Roja” (CICR).  
107 Es de aclarar que cuando se habla del holocausto de la Segunda Guerra mundial, no se hace 
referencia únicamente a los seis millones de judíos asesinados, desplazados, injustamente 
encarcelados, segregados, etcétera; sino al total de vidas perdidas las que se han calculado en suma 
aproximada a setenta millones de seres humanos.  
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violaciones de derechos humanos durante la ausencia de guerra, puesto que lo 
pretendido a través de estas codificaciones, es precisamente proteger al ser 
humano en su integridad.   
Tal como ya se explicó supra, a lo largo de los diversos tribunales internacionales108 
que se instituyeron para juzgar acciones violatorias de derechos humanos, se fue 
configurando el concepto de “crímenes de lesa humanidad” en relación con los 
cuales, el bien jurídicamente tutelado es precisamente la existencia misma del 
género humano en su diversidad.  
En consecuencia, es evidente que los crímenes que agravian atrozmente a la 
humanidad, tienen como titular de los derechos afectados a la humanidad entera, 
sin límites ni fronteras, aspecto en lo que difieren ampliamente con los demás 
comportamientos criminales establecidos en los órdenes jurídicos internos de los 
Estados, dónde las víctimas son las titulares de los bienes jurídicamente protegidos 
en cada conglomerado, y las conductas se han considerado punibles, de 
conformidad con el poder de configuración legislativo de cada Estado.  
Luego entonces, teniendo como cierta la tensión que se configura entre el principio 
de legalidad en sede de prescripción de la acción penal en Colombia, en 
contraposición a los lineamientos internacionales que imponen al país el deber de 
investigar, perseguir y sancionar los crímenes que atentan gravemente contra la 
humanidad, con el propósito de garantizar las protección de los Derechos Humanos; 
es preciso determinar la forma adecuada o al menos, jurídicamente viable, de 
armonizar estas posiciones divergentes, teniendo claras las alternativas opuestas, 
a saber: 
“(…) dando aplicación a la irretroactividad de la ley y a la prescripción de la acción 
penal en atención a los derechos fundamentales y a los principios generales del 
derecho, o si cediendo al paso a la retroactividad de ella y a la imprescriptibilidad de 
                                       
108 El concepto “lesa humanidad” se fue acuñando en los diversos documentos internacionales  
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los delitos en aras de atender los requerimientos de instancias internacionales y así 
evitar la impunidad de crímenes de la más alta gravedad”109 
  
                                       
109 DAZA González, Alfonso. “Legalidad y prescripción frente a la Investigación de crímenes de lesa 
humanidad en Colombia”. En: ISSN: 1900-0448, IUSTA, N.º 38, enero-junio de 2013, p. 211 
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4.1 PRESCRIPCIÓN Y DELITOS DE LESA HUMANIDAD 
Ahora bien, tomando en consideración lo anterior, es interés de la comunidad 
internacional que los autores y participes de dichos crímenes (también los de guerra, 
los de agresión y el genocidio), no queden en la impunidad sin importar el tiempo ni 
el lugar en que se hubieren cometido las infracciones.  
“Al indagar en las razones que llevaron a la humanidad a crear un derecho 
internacional que autorice la vulneración del principio de legalidad en aras de 
intereses más altos, históricamente se considera que los crímenes atroces 
transgreden los usos de las ‘naciones civilizadas’, las ‘leyes de la humanidad’ y las 
exigencias de la ‘conciencia pública. Estas expresiones de la cláusula Martens, al 
referenciar conceptos jurídicos indeterminados como civilización o conciencia 
pública, más cercanos a la moral que al derecho, evidencian un fuerte arraigo del 
derecho natural y, lo que es más problemático, una puerta abierta a la utilización 
ideológica o política a conveniencia (…)”110.  
Por ello, en el año de 1968111, tuvo lugar la Convención Sobre La Imprescriptibilidad 
De Los Crímenes De Guerra Y Los Crímenes De Lesa Humanidad, adoptada por la 
Asamblea General de las Naciones Unidas (ONU); instituyéndose como un 
instrumento universal útil para el amparo de los derechos humanos, que generó 
deberes y obligaciones para los Estados parte, dentro de los cuales Colombia no 
está, puesto  
Esta Convención nace de la preocupación que le asiste al mundo entero en lo 
concerniente a los actos considerados más atroces en cuanto a su contención, 
prevención y sanción, así como en lo atinente a la efectiva protección de los 
derechos humanos y de las libertades fundamentales; teniendo como antecedente:  
                                       
110 DAZA, Op.cit., p. 215. 
 
111 La Convención tuvo el texto abierto a la firma para su ratificación o adhesión por la Asamblea 
General de las Naciones Unidas, desde el 26 de noviembre de 1968 y estuvo abierto a la firma sujeto 
a ratificación hasta el 31 de diciembre de 1969; después fue posible adherirse al mismo, y entró en 
vigor el día 11 de noviembre de 1970. 
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(…) las resoluciones de la Asamblea General de las Naciones Unidas 3 (I) de 
13 de febrero de 1946 y 170 (II) de 31 de octubre de 1947, sobre la extradición 
y el castigo de los criminales de guerra; la resolución 95 (I) de 11 de diciembre 
de 1946, que confirma los principios  de derecho internacional reconocidos 
por el Estatuto del Tribunal Militar Internacional de Núremberg y por el fallo de 
este Tribunal, y las resoluciones 2148 (XXI) de 12 de diciembre de 1966 y 
2202 (XXI) de 16 de diciembre de 1966, que han condenado expresamente 
como crímenes contra la humanidad la violación de los derechos económicos 
y políticos de la población autóctona, por una parte y la política de apartheid 
por otra, recordando la resolución del Consejo Económico y Social de las 
Naciones Unidas 1074 D (XXXIX) de 28 de julio de 1965 y 1158 (XLI) de 5 de 
agosto de 1966, relativas al castigo de los criminales de guerra y de las 
personas que hayan cometido crímenes de lesa humanidad”112. 
Así pues, la imprescriptibilidad de los “crímenes de guerra” y los “crímenes de lesa 
humanidad”, cometidos en ausencia de guerra y en desarrollo de ésta, halló una 
herramienta jurídica para materializar su aplicación universal. En el artículo primero 
de la Convención, los estatuye como crímenes imprescriptibles, sin importar la fecha 
de su comisión, aunque los mismos no contravengan el derecho interno del territorio 
en que haya tenido lugar su ocurrencia. 
Se encuentra en el artículo segundo del citado ordenamiento que:  
Si se cometiere alguno de los crímenes mencionados en el artículo I, las 
disposiciones de la presente Convención se aplicarán a los representantes de 
la autoridad del Estado y a los particulares que participen como autores o 
cómplices y que inciten directamente a la perpetración de alguno de esos 
crímenes, o que conspiren para cometerlos, cualquiera que sea su grado de 
desarrollo, así como a los representantes de la autoridad del Estado que toleren 
su perpetración113 
                                       
112 “Convención sobre la imprescriptibilidad de los Crímenes de Guerra y los Crímenes de Lesa 
Humanidad de 1968”, preámbulo.   
113 Convención ya citada   
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Por lo anterior, se pretende garantizar de manera eficiente, efectiva y eficaz la 
salvaguardia y preservación de los derechos humanos y libertades fundamentales, 
a través de la efectivización del castigo de todos aquellos que hayan participado en 
su comisión a mayor o menor escala. 
Igualmente se observa que este Tratado en sus artículos tercero y cuarto,  impone 
a los Estados la obligación de tramitar disposiciones internas encaminadas a hacer 
factible la extradición de los responsables de crímenes de esta magnitud; y también 
compromete a los Estados para que establezcan medidas legales y constitucionales 
que permitan que el fenómeno de la prescripción, en cuanto a la acción penal y a la 
pena, sea inoperante en lo que respecta a “crímenes de guerra” y “crímenes de lesa 
humanidad”. 
Surge entonces la necesidad de plantear claramente que la Convención en 
referencia, pone de presente dos situaciones que generan conflicto al momento de 
ser analizadas y puestas en práctica; esto es la tipificación de las conductas con 
respecto a las que es dado ponerla en ejercicio, y la imprescriptibilidad como 
principio aplicable a las mismas, en razón de la costumbre internacional como fuente 
de derecho. 
En consecuencia, la prescripción no será aplicable bajo ninguna circunstancia y sin 
importar lo determinado por el ordenamiento interno de cada país, con ocasión de 
la comisión de crímenes de guerra y de lesa humanidad, de acuerdo con lo 
establecido por el ordenamiento jurídico internacional. 
Treinta años más tarde, al suscribirse el Tratado de la Corte Penal Internacional o 
“Estatuto de Roma”, en el artículo 29114 se estableció de forma reiterativa la 
imprescriptibilidad de los crímenes de su competencia, los que, conforme con el 
artículo 5°, son los crímenes de guerra, los de lesa humanidad, los de agresión y el 
genocidio.   La legislación mundial establece, sin dubitación alguna, que las 
conductas consideradas “más graves de trascendencia para la comunidad 
                                       
114 “Artículo 29. Imprescriptibilidad. Los crímenes de la competencia de la Corte no prescribirán”. 
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internacional en su conjunto.”115, deben ser investigadas, juzgadas y sancionadas, 
dada la importancia que tienen para la humanidad.  
Es evidente que lo anterior obedece, de una parte, a los intereses en juego que 
atañen a toda la colectividad humana, y de otro, al cumplimiento de las propias 
decisiones de las Naciones Unidas, como es el caso de la “Declaración de 
Luarca116”, sobre el “Derecho Humano a la Paz”, en cuyo artículo 10 se lee:  
Artículo 10. Derecho a un recurso efectivo 
1. Toda persona tiene derecho a un recurso efectivo que la ampare contra 
violaciones de sus derechos humanos. 
2. Toda persona tiene el derecho imprescriptible e irrenunciable a obtener 
justicia ante violaciones de sus derechos humanos, lo que comprenderá la 
investigación y determinación de los hechos y la identificación y castigo de los 
responsables. 
3. Las víctimas de violaciones de derechos humanos, sus familiares y la 
sociedad en general, tienen derecho a conocer la verdad. 
4. Toda víctima de una violación de derechos humanos tiene derecho a que 
se restablezcan sus derechos conculcados y a obtener una reparación 
conforme al Derecho internacional, incluido el derecho a una indemnización y 
a medidas de satisfacción o reparación simbólica y garantías de no repetición. 
117. 
Resultado de lo expuesto, a nivel internacional los “crímenes de lesa humanidad” 
no prescriben, pues toda la colectividad humana tiene interés en su investigación, 
juzgamiento y sanción, y además es un derecho de la sociedad universal el conocer 
                                       
115 Estatuto de Roma, Artículo 5° Inciso Primero: “La competencia de la Corte se limitará a los 
crímenes más graves de trascendencia para la comunidad internacional en su conjunto. La Corte 
tendrá competencia, de conformidad con el presente Estatuto”   
116 Esta declaración fue preparada por la “Asociación Española para el Desarrollo y la Aplicación del 
Derecho Internacional de los Derechos Humanos” (AEDIDH), mediante seminarios y reuniones 
desde 2004 hasta 2006, en que se produjo el texto final.  
117 “RUEDA CASTAÑÓN y VILLÁN DURÁN. La Declaración de Luarca sobre el Derecho Humano a 
La Paz”. Bogotá: Oviedo. Mandú Ediciones. 2007.   
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la verdad de los hechos de que sea víctima, así como que los autores y participes 
de los mismos sean sancionados conforme la legislación aplicable a ellos.  
De otra parte, tal como se analizó en precedencia, a nivel interno, existe codificación 
constitucional y legal según la cual, la acción penal prescribe en un determinado 
lapso. Encontramos el artículo 28 Superior, según el cual no podrá haber acción o 
penas imprescriptibles, anotando que ello no puede acaecer en ningún caso:  
Artículo 28: Toda persona es libre. Nadie puede ser molestado en su persona 
o familia, ni reducido a prisión o arresto, ni detenido, ni su domicilio registrado, 
sino en virtud de mandamiento escrito de autoridad judicial competente, con 
las formalidades legales y por motivo previamente definido en la ley.  
La persona detenida preventivamente será puesta a disposición del juez 
competente dentro de las treinta y seis horas siguientes, para que éste adopte 
la decisión correspondiente en el término que establezca la ley.  
En ningún caso podrá haber detención, prisión ni arresto por deudas, ni penas 
y medidas de seguridad imprescriptibles118. 
A su turno el Código Penal (Ley 599 de 2000), establece: “Artículo 83. Termino de 
Prescripción de la acción penal. La acción penal prescribirá en un tiempo igual al 
máximo de la pena fijada en la ley, si fuere privativa de la libertad, pero en ningún 
caso será inferior a cinco (5) años, ni excederá de veinte (20), salvo lo dispuesto en 
el inciso siguiente de este artículo (…)119”. 
Por otra parte, el artículo 89: “Término de Prescripción de la sanción penal. 
<Artículo modificado por el artículo 99 de la Ley 1709 de 2014. La pena 
privativa de la libertad, salvo lo previsto en tratados internacionales 
debidamente incorporados al ordenamiento jurídico, prescribe en el término 
fijado para ella en la sentencia o en el que falte por ejecutar, pero en ningún 
                                       
118 PRESIDENCIA DE LA REPUBLICA DE COLOMBIA. Constitución Política de Colombia, op.cit., 
p.16. 
119 COLOMBIA. CONGRESO DE LA REPUBLICA. Ley 599,op,cit., p.3. 
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caso podrá ser inferior a cinco años contados a partir de la ejecutoria de la 
correspondiente sentencia. La pena no privativa de la libertad prescribe en 
cinco (5) años”120.   
El término de prescripción de la acción y la sanción penal y el de Procedimiento 
Punitivo (Ley 906 de 2004) también establece en varias disposiciones121, 
consecuencias para la aplicación de la prescripción de la acción o de la sanción 
penal.  Dado que el problema en Colombia pasa por el tránsito legislativo en relación 
con el Código de Procedimiento Penal, basta con mencionar que el de 2000122 
también establecía consecuencias generadas por la prescripción de la acción y la 
sanción penal.  
Sobre el término máximo de la prescripción de la acción penal en Colombia, el 
profesor Daza dijo: 
(…) [e] la ley colombiana prevé algunas excepciones a este límite temporal, así por 
ejemplo: para las conductas punibles de genocidio, desaparición forzada, tortura y 
desplazamiento forzado, la prescripción fue fijada en 30 años; para los delitos contra 
la libertad, integridad y formación sexuales, o el delito de incesto, cometidos contra 
menores de edad, la prescripción fue fijada en 20 años contados a partir del 
momento en que la víctima alcance la mayoría de edad.123 
En consecuencia, parece haber una contradicción entre el ordenamiento interno 
nacional y los tratados internacionales en relación con el tema de la prescripción de 
las conductas criminales.  
  
                                       
120 Ibid., p.3.  
121 Ver artículos 77, 78, 189, 192-2, 196 y 292 del Estatuto Adjetivo de 2004.  
122 Ver artículos: 38, 40, 44, 108, 176, 189, 220-2 y 227 de la Ley 600 de 2000.  
123 DAZA GONZALEZ, Alfonso. Los deberes del Estado Colombiano de investigar, juzgar y sancionar 
los delitos internacionales, Universidad Libre, primera edición, Bogotá  2016, p. 295. Concepto 
tomado de la ley 1154 de 2007 
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4.2 ORDENAMIENTO INTERNACIONAL SOBRE DELITOS DE 
TRASCENDENTAL IMPORTANCIA PARA LA HUMANIDAD.  
En el Capítulo anterior, se expusieron las razones por las cuales cierta parte de la 
comunidad jurídica considera que, al menos en Colombia, es imposible predicar la 
no prescripción de los delitos de lesa humanidad, soportado ello principalmente en 
razones de soberanía, legislación interna, imposibilidad de retroactividad de la ley 
penal, falta de tipificación plena en los códigos, entre otras.  
Corresponde ahora, determinar si prevalece la llamada legalidad flexible, según la 
cual, para los delitos de lesa humanidad (y los demás de competencia de la Corte 
Penal Internacional) no opera el ordenamiento interno. 
Si se entiende el sustento jurídico de los principios rectores de la ley penal y el 
fundamento jurídico y acaso político del deber de investigar y juzgar los delitos de 
lesa humanidad, y en concreto las tensiones presentes entre ambos extremos, 
podrá determinarse, por ejemplo, si esta obligación internacional constituye una 
potente herramienta de cambio social o una deleznable regresión a nivel normativo 
que desestabiliza el sistema jurídico124 
Resulta necesario superar el mal estar que generan, en sede de procesos judiciales 
penales, las disposiciones proferidas  por organismos de carácter internacional, 
estando en un extremo de los intereses en tensión, las víctimas con sus 
representantes, y su clamor que obliga a tener siempre presente el compromiso 
internacional del Estado Colombiano de Investigar, juzgar y sancionar los delitos de 
“lesa humanidad”, sin límites de tiempo para agotar tales propósitos y del otro; los 
procesados y sus apoderados, levantando la voz para reclamar su derecho a ser 
cobijados por el fenómenos de la prescripción y, a ser juzgados conforme a normas 
vigentes al momento de la comisión de los hechos por los que están siendo 
juzgados. 
                                       
124 DAZA González, Alfonso. “Legalidad y prescripción frente a la Investigación de crímenes de lesa 
humanidad en Colombia”. En: ISSN: 1900-0448, IUSTA, N.º 38, enero-junio de 2013, p. 211 
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Son varias las razones que soportan esta segunda hipótesis, como se verá a 
continuación.  
Sobre la existencia de un verdadero régimen legal, en cuanto a los delitos 
establecidos en el orden internacional, se cuenta con herramientas tales como:  
1) Cláusula Martens:  
“Mientras que se forma un Código más completo de las leyes de la guerra, las Altas 
Partes Contratantes juzgan oportuno declarar que, en los casos no comprendidos 
en las disposiciones reglamentarias adoptadas por ellas, las poblaciones y los 
beligerantes permanecen bajo la garantía y el régimen de los principios del Derecho 
de Gentes preconizados por los usos establecidos entre las naciones civilizadas, 
por las leyes de la humanidad y por las exigencias de la conciencia pública”.125 
2) La Declaración Universal de Derechos Humanos de 1948126, plasma en el 
artículo 11 que:  
1. Toda persona acusada de un delito tiene derecho a que se presuma su 
inocencia mientras no se pruebe su culpabilidad, conforme a la ley y en juicio 
público, en el que se le hayan asegurado todas las garantías necesarias para 
su defensa.  
2. Nadie se considerará culpable por ningún delito a causa de algún acto u 
omisión que en el momento de cometerse no constituyera un delito, según el 
derecho nacional o internacional. Tampoco se impondrá pena más grave que 
la que era aplicable en el momento de la comisión del delito127 
Desde ese mismo momento la comunidad de las naciones entendió que hay 
comportamientos que son considerados delictuales por el derecho doméstico de los 
Estados, pero hay otros comportamientos humanos que son elevados a la categoría 
                                       
125 Declaración  leída por el profesor von Martens, delegado de Rusia en la Conferencia de la Paz 
de La Haya de 1899 
126 Terminada la Segunda Guerra Mundial, ante los horrores que en ella se desarrollaron, tanto por 
vencedores como por vencidos, y ante la imperiosa necesidad de evitar su repetición, se creó en 
1945 la Organización de las Naciones Unidas. La Declaración fue redactada por representantes de 
todas las regiones del mundo y abarca todas las tradiciones jurídicas. Formalmente adoptada por 
las Naciones Unidas el 10 de diciembre de 1948 
127 DECLARACIÓN DE LOS DERECHOS DEL HOMBRE Y DEL CIUDADANO.,op,cit, p.3.  
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criminal por el derecho internacional, pues para ese momento ya se había producido 
el “Acuerdo de Londres de 8 de agosto de 1945”128, por el cual se creó el Tribunal 
Militar Internacional para el juzgamiento de los criminales de guerra.  
En el Acuerdo citado no se estableció de forma completa y estricta la descripción 
típica de las conductas presuntamente criminales cometidas por los militares y 
civiles nazis, pero siendo el derecho de contenido lógico, nadie podría afirmar que 
la mayoría de conductas cometidas por el nacional socialismo en contra de los 
judíos, población rom y poblaciones extranjeras ocupadas, no tenían contenido 
delincuencial, pues afectaron los derechos más sagrados de las personas, hubieren 
o no, estado previamente descritos en un ordenamiento escrito.  
No obstante, aunque no se había legislado internacionalmente de manera previa a 
la segunda conflagración mundial sobre las conductas consideradas típicas, sí se 
hizo en la Carta Adjunta al Acuerdo de Londres, en la que se establecieron los 
Principios de Núremberg129, los cuales fueron aprobados por las Naciones Unidas, 
convirtiéndose de esta forma en un instrumento internacional invaluable, pues 
constituye el antecedente obligado para la descripción de comportamientos que 
afectan a toda la humanidad.  
Se resalta que el Segundo Principio establece: “El hecho de que las leyes internas 
no impongan castigo por un acto que constituya un crimen bajo las leyes 
internacionales no exime a la persona que cometió el acto de su responsabilidad 
bajo las leyes internacionales”130 
                                       
128 El que tuvo como uno de sus fundamentos que desde el 30 de octubre de 1943 se había producido 
la declaración de Moscú sobre las atrocidades cometidas por los alemanes en Europa; en ella 
constaba que los funcionarios alemanes y los hombres y los miembros del partido nazi que fueran 
responsables de atrocidades o participado en los mismos, serán entregados a los países en los que 
cometieron sus abominables actos. 
129 El Estatuto de Núremberg suscrito en 1945, contiene las reglas de competencia del “Tribunal 
Militar Internacional” encargado de investigar, juzgar y sancionar a los criminales de la guerra nazi.  
130 ESTATUTO DE NUREMBERG.  [en línea]. Bogotá: El Autor [citado 16 enero, 2016]. Disponible 
en Internet : < URL: http://www.cc.gob.gt/ddhh2/docs/Instrumentos/Humanitario/Nuremberg2.pdf> 
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Sin duda alguna, el derecho, como expresión de la actividad humana, no puede 
estar alejado de lo que ella representa, de sus evoluciones o revoluciones, por ello, 
la dinámica de las segundas impone la transformación del primero, aunque desde 
luego, con la ponderación que amerita la evaluación de la trascendencia e 
importancia de las mutaciones de la conducta humana, por lo tanto, su ritmo puede 
ser más lento, pero inexorable; puesto que el Estado de Derecho,  según Villar 
Borda, se somete exclusivamente a sus principios formales, que de acuerdo con 
cita del autor, son: “legalidad de la Administración: prelación y reserva legal, 
primacía de la ley formal y prelación del derecho de la administración mediante la 
creación de tribunales independientes”131, de donde se extrae que su base 
fundamental es el principio de legalidad.  
Si bien, el principio de legalidad hizo su aparición para superar la arbitrariedad del 
soberano, los acontecimientos humanos generaron una nueva forma de legalidad 
para reprimir las conductas impensables que pusieron en grave crisis la existencia 
de la humanidad. Con lo acontecido durante la Segunda Guerra Mundial se incurrió 
en todo tipo de vejámenes en contra de una parte de aquella, acciones que 
desbordaron lo conocido y que, de ninguna forma, por la prevalencia del derecho 
anterior al hecho, podía dejarse sin represión.  
El artículo 6° del “Estatuto de Núremberg”, menciona:  
Artículo 6°. 3) Crímenes contra la Humanidad: A saber, el asesinato, la 
exterminación, esclavización, deportación y otros actos inhumanos cometidos 
contra población civil antes de la guerra o durante la misma; la persecución por 
motivos políticos, raciales o religiosos en ejecución de aquellos crímenes que 
sean competencia del Tribunal o en relación con los mismos, constituyan o no 
una vulneración de la legislación interna de país donde se perpetraron.   
Aquellos que lideren, organicen, inciten a la formulación de un plan común o 
conspiración para la ejecución de los delitos anteriormente mencionados, así 
                                       
131 VILLAR BORDA, Luis. El Estado de Derecho y el Estado Social de Derecho. En “Revista Derecho 
del Estado”.2007.no. 20.p.13. 
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como los cómplices que participen en dicha formulación o ejecución, serán 
responsables de todos los actos realizados por las personas que sea en 
ejecución de dicho plan132. 
En tal sentido, lo que se conoce como los crímenes de su competencia, dentro de 
los cuales, en el numeral 3) se enlistan los llamados Crímenes contra la Humanidad, 
surgiendo de esta forma una tipificación de los mismos:  
3) Durante el mismo tiempo se convocó e integró el Tribunal Militar Internacional del 
Lejano Oriente133 con el propósito de investigar, juzgar y castigar a los llamados 
criminales de guerra del Japón, el que en términos similares al de Núremberg 
adquirió competencia en lo concerniente a los crímenes contra la humanidad, 
puesto que el referente fue precisamente la Carta de Londres, adjunta al Acuerdo 
de esa misma ciudad.  
Consecuencia de lo anterior, los razonamientos que se pueden hacer en relación 
con el principio de legalidad internacional, guardan estricto hilo conductor con las 
reflexiones ya realizadas en cuanto a Núremberg, pues su causa es la misma, es 
decir, los crímenes de la Segunda  Guerra Mundial, aunque desde luego que es 
impensable aceptar que la condición en que estaban las naciones europeas fueran 
las mismas que tenía Estados Unidos, ya que éste país fue responsable de la 
bomba atómica con todas las graves consecuencias para la humanidad, actos que 
quedaron impunes, en razón a que su justicia fue la de los vencedores.  
4) La comunidad europea, quizá no la única, pero sí la más afectada con las 
secuelas de la guerra, en 1950 suscribió el Convenio para la Protección de los 
Derechos Humanos y las libertades Individuales, dentro del cual estableció el 
Artículo 7°, con el siguiente tenor:  
                                       
132 ESTATUTO DE NUREMBERG.,op.cit, p.2.  
133 Fue el órgano jurisdiccional ante el que se desarrollaron los juicios de Tokio, convocados contra 
los criminales japoneses de la Segunda Guerra Mundial. El juzgamiento de los criminales de la 
Segunda Guerra Mundial, no fue consecuencia del triunfo de las naciones aliadas, sino que desde 
1942 los líderes aliados anunciaron que al terminar el conflicto se les juzgaría, proclama que fue 
ratificada en las conferencias de Teheran de 1943, Yalta y Potsdam de 1945. 
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ARTÍCULO 7  
No hay pena sin ley  
1. Nadie podrá ser condenado por una acción o una omisión que, en el 
momento en que haya sido cometida, no constituya una infracción según el 
derecho nacional o internacional. Igualmente no podrá ser impuesta una pena 
más grave que la aplicable en el momento en que la infracción haya sido 
cometida.  
2. El presente artículo no impedirá el juicio o la condena de una persona 
culpable de una acción o de una omisión que, en el momento de su comisión, 
constituía delito según los principios generales del derecho reconocido por las 
naciones civilizadas.134 
Es un instrumento internacional que plasma la existencia y reconocimiento de 
conductas penales de derecho internacional, constituyéndose, esta forma de 
consagración, en la verificación del principio de legalidad de las conductas penales 
internacionales, que en virtud del principio integrador de las normas, se definen de 
manera específica en otro estatuto de carácter universal.  
Es de connotar que el inciso segundo es enfático en sostener que nada de lo 
dispuesto en el texto del numeral primero, puede interponerse para impedir el 
juzgamiento y condena de una persona a quien se endilgue la comisión de 
conductas delictivas reconocidas como tales por la comunidad internacional, que, 
para el caso concreto, en cuanto a crímenes contra la humanidad, se torna 
necesario acudir al Estatuto de Núremberg, en el artículo 6° numeral 3), ya citado.  
5) Siguiendo la cronología de la expedición de normas internacionales sobre los 
crímenes de su interés, en 1966 la ONU, adoptó el Pacto de Derechos Civiles y 
Políticos, cuyo artículo 15 plasmó:  
                                       
134 “CONVENIO PARA LA PROTECCIÓN DE LOS DERECHOS HUMANOS Y DE LAS 
LIBERTADES FUNDAMENTALES”. Roma. 1950.[en línea]. Bogotá: El Autor [citado 16 enero, 2016]. 
Disponible en Internet : < URL: 
http://www.acnur.org/t3/fileadmin/scripts/doc.php?file=t3/fileadmin/Documentos/BDL/2002/1249> 
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 Artículo 15  
1. Nadie será condenado por actos u omisiones que en el momento de 
cometerse no fueran delictivos según el derecho nacional o internacional. 
Tampoco se impondrá pena más grave que la aplicable en el momento de la 
comisión del delito. Si con posterioridad a la comisión del delito la ley dispone 
la imposición de una pena más leve, el delincuente se beneficiará de ello.  
2. Nada de lo dispuesto en este artículo se opondrá al juicio ni a la condena de 
una persona por actos u omisiones que, en el momento de cometerse, fueran 
delictivos según los principios generales del derecho reconocidos por la 
comunidad internacional.135 
El texto de esta disposición es muy similar al de su antecesor, el Convenio Europeo 
de Derecho Humanos, por lo tanto, los razonamientos que amerita su hermenéutica, 
son básicamente los mismos que en el caso anterior.  
6) En el campo regional se profiere un tratado interestatal tendiente a la tutela de 
los derechos del hombre de la comunidad americana, el cual no alcanza los 
estándares de protección de los anteriores, pero sí plasma como un derecho el 
principio de legalidad y, lo hace en los siguientes términos:  
 Artículo 9.  Principio de Legalidad y de Retroactividad  
Nadie puede ser condenado por acciones u omisiones que en el momento de 
cometerse no fueran delictivos según el derecho aplicable.   
Tampoco se puede imponer pena más grave que la aplicable en el momento 
de la comisión del delito.  Si con posterioridad a la comisión del delito la ley 
dispone la imposición de una pena más leve, el delincuente se beneficiará de 
ello136. 
                                       
135 “PACTO INTERNACIONAL DE DERECHOS CIVILES Y POLÍTICOS”. Acogido y en trámite de 
firma, ratificación y adhesión por la Asamblea General en resolución 2200 A (XXI), de 16 de 
diciembre de 1966. Entró en vigor: 23 de marzo de 1976, de acuerdo con el artículo 49, consistente 
en la lista de los Estados que han ratificado el pacto. 
136 CONFERENCIA ESPECIALIZADA INTERAMERICANA SOBRE DERECHOS 
HUMANOS.,Op,cit., p.2. 
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A pesar de no alcanzar los niveles de protección de los derechos que sí consagran 
los instrumentos antes citados, lo cierto es que emplea una expresión que no cierra 
del todo la aplicación del derecho internacional como forma de determinar la 
responsabilidad de los individuos implicados en la consumación de los más graves  
delitos, pues si bien no establece como parte del principio de legalidad, sí plasma 
que nadie puede ser procesado por conductas, activas u omisivas, que no fueren 
consideradas delictivas, según “el derecho aplicable”, sin restringirlo al interno, lo 
cual abre la puerta a que el ordenamiento corresponda al internacional o al nacional, 
según el caso.  
7) Sin embargo, no se desconoce que la codificación anterior tuvo un antecedente 
dramático, la Segunda Guerra Mundial, pero la realidad humana es que más 
adelante, nuevamente se atentó contra una parte de la  población universal con las 
conductas cometidas en la antigua Yugoeslavia, por lo que fue necesario que la 
comunidad internacional integrara otro tribunal ad hoc, para el juzgamiento de los 
delitos cometidos durante la dictadura de Milosevic, luego del fallecimiento del 
Mariscal Tito, figura que mantuvo unidas las naciones que se integraron en 
Yugoeslavia.   
Se estableció en el Artículo 5°, como una de las conductas punibles a juzgar, los 
delitos en contra de la humanidad, lo cual se hizo en los siguientes términos:  
“Artículo 5   
Crímenes contra la humanidad   
El Tribunal Internacional está habilitado para juzgar a los presuntos 
responsables de los siguientes crímenes cuando éstos han sido cometidos en 
el curso de un conflicto armado, de carácter internacional o interno, y dirigidos 
contra cualquier población civil: 
a) Asesinato; 
b) Exterminación; 






h) Persecuciones por motivos políticos, raciales o religiosos; 
i) Otros actos inhumanos”137. 
Nuevamente un documento internacional plasmó explícitamente, cuáles son las 
conductas que atentan contra la humanidad, aunque puso como condición, que las 
mismas debieron ejecutarse en el contexto de un conflicto interno o internacional, 
pero en todo caso, que afecte a la población civil. Este instrumento internacional 
sirve de complemento a los demás de ese carácter, que establecen como punibles 
los comportamientos considerados por el derecho supranacional, como delitos.  
8) Como si la humanidad se empeñara en negarse a sí misma, más adelante surgió 
el conflicto entre las tribus Hutus y Tutsis en Ruanda. En el lapso de un mes se 
produjo una masacre de proporciones inconmensurables en contra de los segundos 
y de los hutus moderados, lo que, generó que, finalmente, el “Consejo de Seguridad 
de las Naciones Unidas” integrara otro Tribunal Internacional para investigar, 
procesar y sancionar esos crímenes.  
Siendo la integración de este nuevo tribunal Ad hoc, temporalmente tan cercano al 
de Yugoeslavia, el “Consejo de Seguridad de la ONU”, lo creó por medio de la 
Resolución Nº 955 del 8 de noviembre de 1994, con estructura análoga a la del 
Tribunal para la ex Yugoslavia.  
A pesar de lo anterior, dada la naturaleza especial de los crímenes cometidos en el 
caso concreto, la competencia del Tribunal se plasmó en los siguientes términos:  
 
                                       
137 “ESTATUTO DEL TRIBUNAL INTERNACIONAL PARA JUZGAR A LOS PRESUNTOS 
RESPONSABLES DE GRAVES VIOLACIONES DEL DERECHO INTERNACIONAL HUMANITARIO 
COMETIDAS EN EL TERRITORIO DE LA EX-YUGOSLAVIA A PARTIR DE 1991”. [en línea]. El 






Crímenes de lesa humanidad   
El Tribunal Internacional para Ruanda tendrá competencia para enjuiciar a los 
presuntos responsables de los crímenes que se señalan a continuación, 
cuando hayan sido cometidos como parte de un ataque generalizado o 
sistemático contra la población civil por razones de nacionalidad o por razones 
políticas, étnicas, raciales o religiosas: 







h) Persecución por motivos políticos, raciales o religiosos; 
i) Otros actos inhumanos”138. 
Mientras que en Yugoeslavia, cuando se hablaba de crímenes contra la humanidad, 
se refería a eventos cometidos en el marco de un conflicto interno o internacional 
contra la población civil, en el caso de Ruanda se varía notoriamente la descripción 
típica para incluir como elementos de los crímenes, a los que se añade la expresión 
“lesa” que antes no tenían, que se cometan como parte de un ataque generalizado 
y sistemático contra la población civil, añadiendo algunas de las causas por las 
cuales se puede producir dicho embate.  
Evidentemente, y tal como se había plasmado párrafos arriba, el derecho se va 
poniendo a tono con las transformaciones sociales y son éstas las que permiten la 
evolución del primero, de suerte que, en relación con los delitos contra la 
humanidad, se evolucionó hasta extenderlos desde los conflictos armados hasta los 
                                       
138 “ESTATUTO DEL TRIBUNAL INTERNACIONAL PARA RUANDA”,[en línea]. El Autor [citado 16 




tiempos de paz, incorporándose a la tipificación elementos diversos, según la 
naturaleza de los comportamientos humanos que han generado la evolución de las 
normas.  
9) Finalmente, en 1998, las naciones reunidas en Roma, suscribieron el “Estatuto 
de la Corte Penal Internacional”, en cuyo preámbulo se expresaron las razones para 
su creación, resaltando entre ellas, las graves pérdidas de vidas de hombres, 
mujeres y niños durante el transcurso del Siglo XX; aceptó que se han cometido 
crímenes que afectan la paz, la existencia y bienestar de la humanidad; además, 
afirmó que los más graves atentados en su contra, “no deben quedar sin castigo”;  
y, con miras a evitar la impunidad y la repetición de tales conductas,  optó por 
establecer un tribunal internacional permanente para que se juzguen las definidas 
dentro del mismo instrumento internacional.  
El Artículo 5°, estatuye:  
“PARTE II. De la competencia, la admisibilidad y el derecho aplicable  
Artículo 5.  Crímenes de la competencia de la Corte  
1. La competencia de la Corte se limitará a los crímenes más graves de 
trascendencia para la comunidad internacional en su conjunto. La Corte 
tendrá competencia, de conformidad con el presente Estatuto, respecto de los 
siguientes crímenes: 
a) El crimen de genocidio;  
b) Los crímenes de lesa humanidad;  
c) Los crímenes de guerra;  
d) El crimen de agresión”.139 
Los crímenes que afectan de forma más grave a la humanidad, son de conocimiento 
de un tribunal penal internacional permanente, el cual tiene asignado en forma 
específica: los límites de su competencia, la definición de los crímenes que juzga, 
las penas aplicables, entre otros; sin dejar de mencionar que al Estatuto, se le 
                                       
139 “ESTATUTO DE ROMA DE LA CORTE PENAL INTERNACIONAL”. Aprobado en Roma, Italia el 
17 de julio de 1998 por la Conferencia Diplomática de Plenipotenciarios de las Naciones Unidas 
sobre el establecimiento de una Corte Penal Internacional.1998.p.8.  
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adicionan los documentos que contienen los Elementos de los Crímenes de la 
CPI140 y las Reglas de Procedimiento y Prueba.141  
Del análisis sistemático y progresivo de los anteriores instrumentos internacionales 
sobre los delitos contra la humanidad, su descripción y juzgamiento, así como sobre 
las conductas que le interesan al derecho internacional, se concluye que hay una 
legalidad internacional referida de forma concreta a las más graves conductas que 
afectan a la colectividad universal, misma que se ha ido construyendo a través del 
tiempo y en la medida en que los comportamientos humanos han llevado a su 
codifiquen.  
Este compendio normativo contiene disposiciones que cronológicamente van desde 
1945 hasta 1998, lo cual implica que varias de ellas son anteriores a los delitos que 
de esta forma se han calificado en el contexto colombiano, donde se verificó la 
ocurrencia de crímenes como los que le competen la Corte Penal Internacional, 
durante las décadas de los ochenta y noventa, sin desconocer que conforme con la 
Fiscalía142 de dicha Corporación, después de 2012, también se ha incurrido en este 
tipo de conductas.   
El reporte, expresa:  
Basándose en la información disponible, existe fundamento razonable para 
creer que desde el 1 de noviembre de 2012 actos que constituyen crímenes 
de lesa humanidad han tenido lugar en el marco de la situación en Colombia. 
La información disponible corrobora específicamente presuntos actos de 
asesinato, en virtud del artículo 7 (1) (a); traslado forzoso de la población, 
en virtud del artículo 7 (1) /d); violaciones y formas de violencia sexual, en 
                                       
140 “Nota explicativa: La estructura de los crímenes de genocidio, crímenes lesa humanidad y 
crímenes de guerra, se atiene a las disposiciones correspondiente a los artículos 6, 7 y 8 del Estatuto 
de Roma (…). 
141 “Nota explicativa: Las Reglas de Procedimiento y Prueba constituyen un instrumento para la 
aplicación del Estatuto de Roma de Corte Penal Internacional, al cual están subordinadas en todos 
los casos (…)” 
142 CORTE PENAL INTERNACIONAL. Situación en Colombia. El Autor: [citado 11 febrero, 2016]. 
Disponible en Internet : < URL: https://www.icc-cpi.int/NR/rdonlyres/3D3055BD-16E2-4C83-BA85-
35BCFD2A7922/285202/OTP2012035032COLResumenEjecutivodelReporteIntermed.PDF>   
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virtud del artículo 7 (1) (g); privaciones graves de la libertad física, en virtud 
del artículo 7 (1) (e); y desapariciones forzadas, en virtud del artículo 7 (1) 
(i) del Estatuto de Roma. Miembros del Estado y actores no estatales 
parecen ser responsables de uno o varios de estos crímenes143.  
Denota lo expuesto, que en la situación colombiana la transgresión de las 
disposiciones que consagran como punibles las graves afectaciones a la 
humanidad, no son cosa del pasado tenebroso del tiempo en que las bandas de 
narcotraficantes asolaban los campos y ciudades, sino que actores tanto estatales 
como no estatales, cometen esta clase de transgresiones en forma permanente; 
pero el problema jurídico que subyace, es el relativo a la aplicación de la 
imprescriptibilidad a nivel interno de los delitos cometidos previamente a la 
suscripción del tratado de la Corte Penal Internacional, pues los posteriores no 
ofrecen dificultad, al aplicables sus disposiciones.   
  
                                       
143 Ibid., p.10.  
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4.3 ENTRE LA LEGALIDAD INTERNA Y LA INTERNACIONAL  
Hay multiplicidad de desafíos que encarar y superar en razón de la disyuntiva 
ilustrada, como quiera que: 
 (…) los juicios penales son pocos y la impunidad es alarmante, y en las pocas 
causas adelantadas son evidentes los problemas jurídicos, acaso políticos que 
plantea el juzgamiento de este tipo de conductas, así como la respuesta insuficiente 
de los operadores jurídicos a estos interrogantes. Es común, por ejemplo,  que se 
ignoren los avances de la normativa y la doctrina internacional sobre delitos 
internacionales, y que los jueces sigan aplicando las normas internas a conductas 
de relevancia internacional que merecen un reproche mayor al impuesto144. 
Ahora bien,  existe una legalidad interna, derivada de la aplicación de las normas 
constitucionales y legales al interior de cada uno de los Estados que conforman la 
comunidad de las naciones, donde es el legislador doméstico, quien en ejercicio de 
su libertad de configuración145 delimita las conductas que considera afectan los 
bienes jurídicos que a cada sociedad le interesa proteger146 y otra, que es la 
internacional, donde la comunidad de las naciones, a través de instrumentos 
internacionales, determina cuáles son las conductas que de forma más atroz afectan 
                                       
144 DAZA González, Alfonso. “Legalidad y prescripción frente a la Investigación de crímenes de lesa 
humanidad en Colombia”. En: ISSN: 1900-0448, IUSTA, N.º 38, enero-junio de 2013, p. 213. 
145 CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia C-637/09.Bogotá.2009.p.2.   
Demanda de Inconstitucionalidad Por Omisión Legislativa Relativa-Inexistencia/Falsedad En 
Documento Privado-Conducta descrita en tipo penal comprende tanto la falsedad ideológica como 
la material. La Corte en esa oportunidad, expresó: La Corte ha dicho que la definición de las 
conductas punibles, esto es la creación de tipos penales, tiene reserva de ley, lo que significa que 
sólo el legislador puede señalar, por vía de autoridad, los comportamientos penalmente 
reprochables, correspondiéndole al juez únicamente la valoración de los hechos y la subsunción de 
las conductas en la pena previamente fijada por aquél. 
146 No obstante esa libertad de configuración no es absoluta, así lo afirma la Corte Constitucional en 
Sentencia C-417/09 (juicio de proporcionalidad estricto-Aplicación en norma que restringe un 
derecho preferente/excepción a la excepto veritatis en delitos contra la integridad moral-No supera 
juicio de proporcionalidad), en la que textualmente afirma: La Corte reafirma que cuando se trata de 
la libertad de configuración legislativa en la fijación del jus punendi, se debe tener en cuenta que: (i) 
dicha libertad no es absoluta; (ii) el control de constitucionalidad se ejerce cotejando con las normas 
internacionales de derechos humanos y del Derecho internacional humanitario, así como respecto 
de los principios de legalidad y proporcionalidad y que (iii) cuando se ejerce en relación con este 
último principio, la norma solo puede ser declarada inconstitucional cuando demuestre que es 
manifiestamente desproporcionada. 
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el género humano y mediante el sistema de tratado o de declaración, las tipifica 
elevándolas a la categoría de delito internacional.  
“Ahora bien, la investigación y el juzgamiento de crímenes de lesa humanidad 
cometidos en Colombia por distintos autores durante décadas es una cuestión que 
tiene rasgos propios y soluciones que oscilan entre lo local y lo internacional. Desde 
el punto de vista político los juicios cuentan con cierta legitimidad, pues existe un 
consenso más o menos generalizado en la población civil sobre la necesidad de 
hacer frente a estos crímenes desde el aparato judicial. En una perspectiva jurídica, 
son ciertos los conflictos entre la legislación nacional y el derecho internacional en 
los procesos internos: en lo relativo al principio de legalidad, se han imputado tipos 
penales que no figuraban en la ley al momento de cometerse los ilícitos, se han 
aplicado híbridos de normas vigentes y derogadas, y se han impuesto sanciones 
penales en una operación retroactiva; en lo tocante a la prescripción, conductas que 
ya habían prescrito según la legislación vigente en el momento de realizadas se 
juzgaron en virtud de la imprescriptibilidad que predica el derecho internacional”147. 
La pregunta que surge es ¿cómo conciliar la aplicación de las dos formas de 
legalidad, puesto que ambas constituyen obligaciones estatales, una a nivel interno 
y la segunda en forma internacional, con las específicas consecuencias que tiene el 
desatender sus obligaciones?.  
En Colombia, para resolver el aparente conflicto, la Carta Política, en su artículo 93 
establece que los tratados de derechos humanos prevalecen en el orden interno, 
siempre que cumplan dos condiciones, la primera, que sean ratificados por 
Colombia y la segunda, que no puedan ser suspendidos en estados de excepción.  
Sobre el particular, la Corte Constitucional expresó:  
(...) de la Carta también hacen parte las normas y principios incorporados en 
el bloque de constitucionalidad, que “sin aparecer formalmente en el 
articulado del texto constitucional, son utilizados como parámetros del control 
constitucional de las leyes, por cuanto han sido normativamente integrados a 
                                       
147 DAZA, Op.cit., p. 216. 
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la Constitución, por diversas vías y por mandato de la Constitución”148, como 
sucede con ciertos contenidos de los tratados de derechos humanos 
ratificados por Colombia que prevalecen en el orden interno por disponerlo 
así el artículo 93 superior, precepto que “no se refiere a todos los derechos 
humanos consagrados en los tratados y convenios internacionales en sí 
mismos y de por sí, sino a éstos cuando tales instrumentos internacionales 
‘prohíben su limitación en los Estados de Excepción’, es decir que para que 
tenga lugar la prevalencia o superioridad de los tratados y convenios 
internacionales en el orden interno, es necesario que se den los dos 
supuestos a la vez, de una parte, el reconocimiento de un derecho humano y 
de la otra que sea de aquellos cuya limitación se prohíba durante los Estados 
de Excepción”149, caso en el cual se trata de principios y reglas de verdadero 
valor constitucional que deben ser respetados por el legislador150. 
No desconoce este estudio, que la Corte Constitucional colombiana evolucionó 
progresivamente el concepto sobre el bloque de constitucionalidad, pero en todo 
caso, en punto de tratados sobre derechos humanos, sigue siendo la clave, el 
cumplimiento de la doble exigencia supra mencionada. 
Si un tratado o convenio internacional regula derechos humanos no susceptibles de 
suspensión en estados de excepción y fue adoptado por Colombia, debe ser 
respetado y acatado como prevalente en el orden interno.  
Ahora bien, conviene en este punto dilucidar cuáles son las obligaciones que, 
respecto del cumplimiento de los tratados internacionales, asume un Estado, 
cuando por el medio que fuere, hace parte de un tratado o convenio internacional. 
                                       
148 CORTE CONSTITUCIONAL. Sala Plena. Sentencia C-225 de 1995. M.P. Dr. Alejandro Martínez 
Caballero.Bogotá.1995.  
149 CORTE CONSTITUCIONAL. Sala Plena. Sentencia C-295 de 1993. M.P. Dr. Carlos Gaviria Díaz. 
Bogotá.1995.  
150 Ibid., p.2.  
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Respecto del punto en cuestión, basta recordar el contenido de la Convención de 
Viena de 1969151 
El artículo 11 de la Convención de Viena establece la forma de expresar el 
consentimiento de un Estado, en relación con el texto de un tratado:  
11. Formas de manifestación del consentimiento en obligarse por un tratado. El 
consentimiento de un Estado en obligarse por un tratado podrá manifestarse 
mediante la firma, el canje de instrumentos que constituyan un tratado la 
ratificación, la aceptación, la aprobación o la adhesión, o en cualquier otra 
forma que se hubiere convenido.152  
También compete establecer cuáles son las obligaciones que adquiere el Estado 
parte de un tratado o convenio internacional, una vez cumplidas las formalidades 
para expresar su consentimiento. Sobre el particular, la misma Convención bajo 
análisis establece en  el artículo 18 lo siguiente153:   
18. Obligación de no frustrar el objeto y el fin de un tratado antes de su entrada en 
vigor. Un Estado deberá abstenerse de actos en virtud de los cuales se frustren el 
objeto y el fin de un tratado:  
a) Si ha firmado el tratado o ha canjeado instrumentos que constituyen el tratado a 
reserva de ratificación, aceptación o aprobación, mientras no haya manifestado su 
intención de no llegar a ser parte en el tratado:  
                                       
151 Conocida como el Tratado de los tratados, pues es el estatuto que regula todo lo atinente a la 
adopción, expedición, suscripción, adhesión, ratificación y demás aspectos relativos a los tratados 
suscritos por los Estados. Convención de Viena sobre el derecho de los tratados.  
152 CONVENCION DE VIENA. El derecho de los tratados. 1969. El Autor: [citado 11 febrero, 2016]. 
Disponible en Internet : < URL: 
http://www.oas.org/36ag/espanol/doc_referencia/Convencion_Viena.pdf 
153 Convención de Viena de 1969, Artículos 13 al 17, sobre: “Consentimiento en obligarse por un 
tratado manifestado mediante el canje de instrumentos que constituyen un tratado; Consentimiento 
en obligarse por un tratado manifestado mediante la ratificación, la aceptación o la aprobación; 
Consentimiento en obligarse por un tratado manifestado mediante la adhesión; Canje o depósito de 
los instrumentos de ratificación aceptación aprobación o adhesión; Consentimiento en obligarse 
respecto de parte de un tratado y opción entre disposiciones diferentes” 
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b) Si ha manifestado su consentimiento en obligarse por el tratado, durante el 
periodo que preceda a la entrada en vigor del mismo y siempre que esta no se 
retarde indebidamente.154 
En consecuencia, una vez cumplido por los Estados, uno de los dos actos enlistados 
en los literales a) y b) de la norma en precedencia, adquiere la obligación concreta 
y específica de no realizar actos que impidan el cumplimiento del objeto o el fin del 
convenio del cual es parte.  
Al no distinguir la norma el tipo de actos que le está prohibido realizar al Estado que 
se ha comprometido, no le es dable distinguir al interprete, por lo tanto, la prohibición 
comprende cualquier acto, sea de carácter interno o externo, puesto que, al hacerse 
parte del tratado, lo que debe propender, en toda forma, es facilitar el cumplimiento 
del objeto y fin del convenio.  
Sin embargo, el Convenio, en respeto de los derechos más importantes en las 
relaciones entre Estados, soberanía y autonomía, permite que éstos realicen 
“reservas”, siempre y cuando sean permitidas en el mismo convenio,  debiendo ser 
aceptadas por el afectado, lo cual procede dentro de los términos pactados en la 
misma Convención; adicionalmente se plasman los eventos en caso de objeciones 
a la reserva realizada; sus efectos, e incluso la posibilidad de retirar una reserva ya 
aceptada, para lo que no requiere nueva aprobación del Estado inicialmente 
afectado. 
Una vez entrado en vigor un tratado, en forma provisional o definitiva, los artículos 
26 y 27 del catálogo normativo sobre la observancia de los tratados, establecen:  
 “Observancia de los tratados. 
26. "Pacta sunt servanda". Todo tratado en vigor obliga a las partes y debe ser 
cumplido por ellas de buena fe. 
27. El derecho interno y la observancia de los tratados. Una parte no podrá 
invocar las disposiciones de su derecho interno como justificación del 
                                       
154 CONVENCION DE VIENA.,Op.cit. p.7.  
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incumplimiento de un tratado. Esta norma se entenderá sin perjuicio de lo 
dispuesto en el artículo 46”.155  
Los tratados son para cumplirse de buena fe por los Estados una vez hayan entrado 
en vigor, según las pautas establecidas, en consecuencia, es impensable que un 
país, libre y voluntariamente se haga parte de un acuerdo internacional, para luego 
deliberadamente incumplir sus promesas.  
Pero más allá, a los Estados les está prohibido justificar el incumplimiento del 
tratado, argumentando para ello, normas de derecho interno, pues, el Estado, en 
ejercicio pleno de su soberanía, tomó la decisión de ser parte de un convenio, por 
lo tanto, debe adoptar las vías y mecanismos necesarios y suficientes para que el 
objeto y fin del tratado se cumplan, para lo cual, inclusive en muchas ocasiones, 
debe modificar su  legislación interior, si es que ésta impide la observancia efectiva 
del tratado, convenio o convención, sin importar si éste es bilateral o multilateral.  
De otra parte, y de vital importancia para el presente asunto, los artículos 53 y 64 
de la Convención establecen lo relativo al “jus cogens”, en los siguientes términos:  
53. Tratados que están en oposición con una norma imperativa de derecho 
internacional general ("jus cogens"). Es nulo todo tratado que, en el momento 
de su celebración esté en oposición con una norma imperativa de derecho 
internacional general. Para los efectos de la presente Convención, una norma 
imperativa de derecho internacional general es una norma aceptada y 
reconocida por la comunidad internacional de Estados en su conjunto como 
norma que no admite acuerdo en contrario y que sólo puede ser modificada por 
una norma ulterior de derecho internacional general que tenga el mismo 
carácter. 
64. Aparición de una nueva norma imperativa de derecho internacional general  
("jus cogens"). Si surge una nueva norma imperativa de derecho internacional 
                                       
155 Ibid., p.10. 
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general, todo tratado existente que esté en oposición con esa norma se 
convertirá en nulo y terminará.156 
A pesar de las pautas sobre interpretación de los tratados expresadas en el cuerpo 
normativo bajo análisis, la Convención da una norma última de interpretación y es 
la relacionada con un concepto conocido como el “jus cogens”, el que no está escrito 
y hace relación a lo que la mayoría de los Estados entienden que debe ser, sin que 
sea posible acuerdo en contrario, lo cual sólo puede ser modificado por otra norma 
de interpretación general, es decir, por otra norma de “jus cogens”. 
El derecho de gentes consagra principios generales que provienen del derecho 
natural y por lo tanto no requieren reconocimiento o pacto especial para que tengan 
fuerza vinculante para toda la humanidad. Así lo entendió también el tratadista 
Daza: 
En este sentido, la posición expuesta va más allá incluso de los señalado en el Pacto 
Internacional de Derechos Civiles y Políticos y en la Convención Europea de 
Derechos Humanos, frente a lo que el primero define como actos u omisiones que 
fueran delictivos según los principios generales del Derecho reconocidos por la 
comunidad internacional y el segundo como principios generales del derecho 
reconocidos por las naciones civilizadas, ya que estos –los principios generales- 
para que adquieran tal carácter, deben someterse al reconocimiento de la 
comunidad internacional, en cambio en el Derecho natural no requieren tal 
reconocimiento, pues son de la esencia humana.157 
Establecido lo anterior, conviene  aclarar que una cosa son los tratados o convenios 
internacionales que hacen relación a los acuerdos entre Estados, ya sean de 
carácter bilateral o multilateral, y otra cosa, son las normas, reglas, pautas, 
principios, etc., que emiten las organizaciones estatales en procura del 
cumplimiento de los fines para los cuales se han creado. Es diferente la razón de 
su acatamiento, es decir, en los tratados la fuerza vinculante surge del 
                                       
156 Ibid., p.17. 
157 DAZA GONZALEZ, Alfonso. Los Deberes del Estado Colombiano de investigar, juzgar y sancionar 
los delitos internacionales. Universidad Libre, Bogotá, primera edición 2016 p 80 
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consentimiento expresado por el Estado, en tanto que en relación con el “derecho 
suave”158 la fuerza vinculante surge por la costumbre de la comunidad internacional, 
como la causa más importante.  
Las organizaciones internacionales - universal y regionales159 - producen 
instrumentos tales como catálogos de principios, normas, reglas, con las que se 
pretende desarrollar, aclarar, explicar, entre otras, los derechos reconocidos a 
través de otros instrumentos internaciones, que la comunidad de las naciones acata 
y respeta, constituyéndose tal práctica en una costumbre internacional, que al tenor 
de lo expresado en el artículo 64 de la Convención de Viena de 1969 sobre el 
Tratado de los tratados, se torna de obligatoria observancia hasta tanto sea 
modificada por otra norma del mismo tenor, vale decir, de “jus cogenes” 
Conclusión de lo expuesto es que la normatividad internacional que consagra 
conductas punibles de su interés, así como sus consecuencias, entre ellas, la 
imprescriptibilidad, es de obligatorio cumplimiento para los Estados, ora porque se 
obligó a ello cuando se hizo parte de un tratado o convenio internacional, ora porque 
está obligado por costumbre160 de esa misma naturaleza.  
 
  
                                       
158 Esta expresión define la existencia de fenómenos jurídicos con fuerza vinculante aunque no sean 
parte de un tratado. 
159 Universal, la Organización de las Naciones Unidas con todas sus dependencias como la UNICEF, 
la OIT, UNESCO, etc., y regionales como la Unión Europea U; la Organización de Estados 
Americanos OEA; la Organización para la Unidad Africana, OUA, entre otras.  
160 Se aclara que no es la costumbre internacional la única causa por la cual se deben acatar  y 
obedecer las normas expedidas por las organizaciones internaciones, sino que hay otras, entre las 
que se encuentra el cumplimiento de los fines y propósitos de la organización universal o regional 
de que se trate, de forma que un Estado, al ser parte de la organización determinada (ONU; UE, 
OEA, OUA, etc.) se está comprometiendo internacionalmente a respetar las disposiciones que la 
misma expida con los propósitos ya mencionados.  
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4.4 OBLIGACIONES INTERNACIONALES  
Pero si lo anterior no fuera suficiente, “hay disposiciones internacionales que 
establecen que las normas relacionadas con los crímenes de guerra y de lesa 
humanidad son de obligatoria obediencia por los Estados, entre las que cabe 
resaltar la Resolución Número 3074 de 3 de diciembre de 1973”161.  
De este catálogo normativo se citan los siguientes principios:  
1) Los crímenes de guerra y los crímenes de lesa humanidad, dondequiera 
y cualquiera que sea la fecha en que se hayan cometido, serán objeto de una 
investigación y las personas contra las que existen pruebas de culpabilidad 
en la comisión de tales crímenes serán buscadas, detenidas, enjuiciadas y en 
caso de ser declaradas culpables, castigadas.  
2) Todo Estado tiene derecho a juzgar a sus propios nacionales por 
crímenes de guerra y crímenes de lesa humanidad.  
(…) 
8)  Los Estados no tomarán medidas legislativas ni tomarán medidas de otra 
índole que puedan menoscabar las obligaciones internacionales que hayan 
contraído con respecto a la identificación, detención, extradición y castigo de 
los culpables de crímenes de guerra o crímenes de lesa humanidad.162 
De lo anterior se extrae que desde 1973, era imperioso para el Estado Colombiano, 
en primer término, conforme con el principio 1) citado, investigar, detener, extraditar, 
enjuiciar y castigar a los responsables de “crímenes de guerra” o de “lesa 
humanidad”, y en esto se resalta, sin importar el sitio o el tiempo en que se hubieren 
cometido, es decir, sin ceñirse a pautas de territorialidad o temporalidad para 
proceder de conformidad.  
                                       
161 ASAMBLEA GENERAL. Resolución 3074. Principios de Cooperación Internacional en la 
identificación, detención, extradición y castigo de los culpables de crímenes de guerra o de crímenes 
de lesa humanidad. El Autor: [citado 11 febrero, 2016]. Disponible en Internet : < URL: 
http://www.solidaritat.ub.edu/observatori/general/docugral/humanidad.htm> 
162 Ibid., p.3.  
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También constituye, conforme con el segundo principio, un derecho de cada Estado, 
juzgar a los culpables de los crímenes de guerra o de lesa humanidad, pero, desde 
luego, dentro del marco normativo que a tales conductas delictivas les corresponde, 
puesto que del Octavo Principio surge una prohibición, igualmente clara y expresa, 
en relación con la toma de medidas o de expedir legislación interna en contravía de 
los principios expuestos.  
No se puede perder de vista que las causas y fines de organizaciones tales como 
la ONU163  o la OEA164, se circunscriben a la preservación de la humanidad en 
condiciones de dignidad y al mantenimiento de la paz, entre otros; por ello, la 
mayoría de las disposiciones que producen, se relacionan con el desarrollo de los 
derechos humanos.  
Los delitos calificados como de lesa humanidad son los que de forma más grave 
ofenden, perjudican, dañan la existencia de la humanidad, tal como se expresó, y 
es tal el interés de la misma en reprimir tales conductas, no sólo con el propósito de 
castigar a los culpables, sino que además, se cumple con una función de prevención 
general negativa, en la medida en que el resto de la humanidad, al conocer que la 
investigación, detención, enjuiciamiento y castigo de esos delitos no tiene 
limitaciones temporales o territoriales, se persuaden a evitar incurrir en las mismas.  
De conformidad con el principio de la jurisdicción universal, un Estado puede 
investigar, detener, enjuiciar y si es hallado culpable, castigar a cualquier persona 
contra quien existan pruebas de que ha sido autor o participe de un delito o crimen 
internacional, así lo expresa Hugo Groccio, quien lo menciona  en los siguientes 
términos:  
Los reyes y, en general, todos los soberanos tienen derecho a castigar no 
sólo los delitos cometidos contra ellos o sus súbditos, sino también los que no 
los atañen en particular cuando entrañan una violación grave al derecho 
                                       
163 Carta de la ONU. Preámbulo y Artículo 1°.  
164 Carta de la OEA o Declaración de Bogotá de 1948.  
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natural o al derecho de gentes contra cualquier persona. Y digo cualquier 
persona y no sólo sus súbditos.165 
Por ello se generó el criterio de jurisdicción universal, el que, de acuerdo con 
Huertas, está integrado, entre otros, por el principio de imprescriptibilidad. Al 
respecto expresó:  
(…) Además, se ha evidenciado que el carácter internacional de estos 
crímenes faculta a cualquier Estado para perseguir, a través de su propia 
jurisdicción penal, a los responsables, incluso aunque no exista vínculo directo 
entre el hecho delictivo y el ordenamiento interno. Ello, sobre la base de la 
naturaleza del principio de jurisdicción universal, para lo cual se ha creado un 
régimen jurídico ad hoc, idóneo que excluya la aplicación, no sólo de la 
prescripción, sino de cualquier institución que pudiera obstaculizar su efectiva 
represión y castigo 166. 
La jurisdicción universal fue definida por González Ibáñez, así: “Es un principio 
jurídico que permite o exige a un Estado iniciar procedimientos judiciales respecto 
a determinados crímenes con independencia del lugar donde sucedieron y de la 
nacionalidad del criminal o de la víctima”167. 
Así las cosas, la comunidad internacional quiere que los crímenes más atroces sean 
juzgados sin límites temporales ni territoriales, lo cual implica, de un lado, la 
abolición de la impunidad en esta materia, y de otro, que la misma humanidad no 
acepta como posible el derecho al olvido en relación con estos delitos.  
Frente a este tema, Arlettaz expresó:  
                                       
165 ARRAU C, Fernando. Los Crímenes de Lesa Humanidad: El jus cogenes, las obligaciones erga 
omnes, la jurisdicción universal y la imprescriptibilidad. Chile: Biblioteca del Congreso de Chile, Serie 
de Estudios. 2005. p.14.  
166 HUERTAS DÍAZ, Omar. El Debate de la Imprescriptibilidad de los Delitos de Lesa Humanidad en 
Colombia: Análisis desde la perspectiva de los Derechos Humanos. En: Revista Pensamiento 
Jurídico.2013.no. 37, p.15. 
167 GONZALEZ IBAÑEZ, Joaquín. Reflexiones en torno al nudo gordiano del sistema de protección 
de derechos Humanos. Las Víctimas del España y Siria en el Siglo XXI. México: mc Graw Hill. 
.2012.p.1020.   
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Pero el derecho tiene una memoria selectiva. Olvida con más facilidad 
algunos hechos que otros. En general cuanto más importante es el derecho 
involucrado, o más grave la falta cometida, mayor es la dificultad del derecho 
a olvidar. Cuando alguien reivindica una propiedad de cuyo título carece, el 
ordenamiento jurídico olvida más rápidamente quién era el propietario 
anterior, si se trata de un bien mueble, pero tiene más dificultad para olvidar 
si se trata de un bien inmueble. Tratándose de delitos sucede lo mismo. 
Cuánto más grave el delito, más difícilmente olvida el derecho168. 
Más adelante el mismo autor expresó que hablar de la imprescriptibilidad de los 
delitos de lesa humanidad, implica aceptar que, respecto de ellos, la memoria no se 
extingue, es decir, no hay posibilidad de perdón, tampoco de olvido.  
Sobre el mismo tema, el Profesor González Ibáñez, dijo:  
(…) En palabras de Primo Lev y Ellie Wiesel  a la víctima se la mata en dos 
ocasiones: cuando se le asesina y la segunda cuando se olvida”. La 
indiferencia de nuestras sociedades convierte en víctimas secundarias a 
aquellos que desconocen por acción o por omisión los hechos y con ellos 
contribuyen a la impunidad y al olvido de las víctimas que reclaman el amparo 
y protección de las instituciones y del derecho. La promoción y defensa de los 
derechos de las víctimas, representa per sé una exigencia democrática en las 
sociedades que aspiran a ser libres y gobernadas por el imperio de la ley169.  
Además de lo anterior, como se ha expresado de manera soslayada y aquí se hará 
en forma más explícita, el derecho consuetudinario o derecho de gentes, es de 
imperiosa obligación para los Estados, por lo que surge necesario determinar si las 
normas que se enlistaron en el numeral primero de este capítulo, son o no de esta 
naturaleza.  
Al respecto hay una corriente que afirma la naturaleza de derecho consuetudinario 
de las normas sobre las conductas  de lesa humanidad y su imprescriptibilidad, las 
                                       
168 ARLETRAZ, Fernando. Imprescriptibilidad de los Crímenes de Lesa Humanidad: Una perspectiva 
latinoamericana. En: Jornadas. Derechos Humanos y Memoria Histórica. 2010. p.39. 
169 GONZALEZ IBAÑEZ, Op,cit., p.957.  
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que se soportan en aspectos tales como que, implícitamente, desde el Estatuto de 
Núremberg, se determina que los delitos en contra de la humanidad son los que el 
mismo documento plasma, con indiferencia de si estaban o no regulados en los 
regímenes jurídicos internos de los lugares en que fueron cometidos, es decir, 
superando el derecho doméstico de los Estados.  
Adicionalmente y como refuerzo a la idea de intemporalidad y aterritorialidad de 
tales conductas, los Principios de Cooperación de 1973, abiertamente expresan la 
necesidad de investigar, juzgar y castigar los más graves crímenes, “dondequiera y 
cualquiera que sea la fecha de su comisión”, norma que como ya se ha dicho, 
también es de obligatorio acatamiento por la comunidad internacional.  
Aunque Colombia no sea parte de la Convención sobre la Imprescriptibilidad de los 
Crímenes de Guerra y los de Lesa Humanidad, no se puede desconocer que en su 
preámbulo, evidentemente, se pone de manifiesto que en ningún tratado, 
declaración, instrumento, o convención  sobre el enjuiciamiento de los mencionados 
comportamientos delictivos, se ha plasmado limitación temporal para ello, por lo 
tanto, se concluye, que si no se ha establecido un término de vigencia de la acción 
penal o de la sanción, es porque son imprescriptibles.  
De igual manera, revisados los ordenamientos jurídicos de las naciones más 
civilizadas como Francia, Bélgica, Australia, Canadá, Estados Unidos e Israel han 
consagrado en sus órdenes internos la imprescriptibilidad de estas conductas.  
Todo lo anterior170 permite concluir que más que derecho positivo, existe voluntad 
de la comunidad internacional en el sentido que los delitos llamados de guerra y de 
lesa humanidad, no tengan límites, lo cual convierte tal voluntad, en parte del 
                                       
170 Las ideas expuestas en precedencia son síntesis de las expuestas por Fernando Arrau y 
Fernando Arlettaz, en los documentos citados, las que se compendiaron en la medida de lo posible, 




derecho de gentes, por lo tanto, surge para todos los Estados, su obligatoria 
observancia, puesto que su oponibilidad es erga omnes.  
Otro de los argumentos que exponen quienes son partidarios de la llamada legalidad 
estricta, entendiendo por ésta la normada en el catálogo de derecho interno, se 
refiere a la afectación de la soberanía del Estado colombiano, al doblegar su 
derecho al internacional, en relación con el cual, presuntamente, no ha expresado 
su aceptación, como es el caso de la “Convención sobre la Imprescriptibilidad de 
los crímenes de guerra y los Crímenes de Lesa Humanidad”.  
Al respecto se precisa que, en modo alguno se pone en vilo la soberanía nacional 
al aceptar la imprescriptibilidad de los mencionados delitos, pues de una parte, 
Colombia, libre y voluntariamente aceptó ser miembro los organismos de carácter 
internacional como la ONU y la OEA, y en la misma forma aceptó los fines para los 
cuales se han concertado las naciones que de ellas hacen parte, entre los que está 
el mantenimiento de la paz y la preservación de la humanidad en su integridad y 
dignidad, por lo tanto, aceptó acatar las disposiciones que en ese sentido se 
expidieran, así como lo ha hecho cuando se hace parte en un tratado o convenio 
internacional.  
 Además de lo anterior, los mismos instrumentos internacionales que regulan el 
tema, son claros  en reconocer el derecho de cada Estado a juzgar a sus nacionales 
cuando quiera que éstos sean los presuntos autores o participes de delitos de lesa 
humanidad, por consiguiente, si el Estado cumple con sus obligaciones dentro de 
un entendido acorde con los fines de preservación de la especie humana y 
mantenimiento de la paz, necesidad de investigación, juzgamiento y castigo de esas 
conductas, su soberanía no se afecta, como tampoco lo hace en los eventos 
señalados en el “Estatuto de Roma”,  que habilitan la competencia complementaria 
de la “Corte Penal Internacional”.  
Concluyendo: a) La comunidad internacional ha determinado cuáles son las más 
graves conductas que afectan a la humanidad y que éstas son imprescriptibles; b)  
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Tal determinación constituye una norma de “jus cogens”, por ello, es de obligatorio 
cumplimiento para todos los estados, sin que requiera reconocimiento previo; c) los 
Estados no pueden adoptar normas de derecho interno ni medidas que impidan el 
enjuiciamiento de las conductas de guerra y de lesa humanidad; d) los Estados 
pueden, en ejercicio de su libertad de configuración, determinar cuáles son las 
conductas que quiere penalizar, para lo cual expiden normas de derecho interno, e) 
el principio de legalidad tiene dos manifestaciones, una expresada en el derecho 
interno y otra en el derecho internacional, exclusiva para crímenes de guerra y de 
lesa humanidad.  
Así pues, la coexistencia de normas internas e internacionales, no tiene, en 
consecuencia, por qué significar siempre un conflicto de prevalencia de unas o de 
otras pues lo que permite que se apliquen unas u otras es la naturaleza jurídica del 
delito cometido, de suerte que, si el delito es común, se aplica el orden interno, pero 
si éste encaja dentro de las descripciones de los delitos de lesa humanidad, sin 
dubitación alguna, lo que debe aplicarse es el compendio de disposiciones de 
carácter internacional que regulan el caso concreto, dentro de las que está, desde 
su inicio, la imprescriptibilidad  de la acción y sanción penal.  
De esta forma, tal como lo afirma Daza González: 
También se puede evidenciar, como sucede en el Pacto Internacional de 
Derechos Civiles y Políticos y en la Carta Europea de Derechos  que este 
principio de legalidad plantea una discusión muy interesante en lo que tiene 
que ver con rigidez y flexibilidad, entendida la primera como la legalidad 
estricta: y retroactividad de la ley penal; y la segunda, como la que permite la 
retroactividad cuando se está en presencia de actos u omisiones que en el 
momento de cometerse, fueran delictivos según los principios generales del 
Derecho reconocidos bien por la comunidad internacional o por los país 
civilizados, según sea el caso.  
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En todo caso, consideramos, como lo hemos señalado, que no existe una 
tensión entre estas características del principio de legalidad sino una 
complementación del Derecho Internacional de los Derechos Humanos y 
especialmente, del Derecho Internacional Penal al Derecho Local para 
resolver un problema global.171 
Se anuncia que se comparte integralmente la postura expuesta por el último 
tratadista citado, en la medida en que se reconoce que hay un solo principio de 
legalidad que está conformado por la legislación internacional – Convencional o de 
jus cogens – y la interna de los Estados. El mismo opera para crímenes 
internacionales, de forma complementaria así: Si el crimen, desde su comisión 
reúne los elementos de los internacionales, las normas aplicables para su 
juzgamiento y sanción son las que tienen ese carácter y deben ser seleccionadas 
una vez se determine que esa es su naturaleza y en lo que las disposiciones 
internacionales no prevean se aplicará el derecho interno de forma que este trabajo 
concluye que el principio es uno y es estricto. 
  
                                       
171 DAZA GONZALEZ, Op Cit p. 233, 234 
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5. CONCLUSIONES 
El apelativo de “crimen de lesa humanidad”, es una construcción conceptual que 
nace como resultado de las crisis humanitarias que  tuvieron lugar a lo largo de la 
historia, cuyo propósito es salvaguardar los derechos humanos que asisten a la 
totalidad de los habitantes del planeta, prohibiendo, o en su defecto, investigando 
juzgando y sancionando, las conductas cuya materialización conlleve la 
configuración de este tipo de crímenes. 
La imprescriptibilidad de los delitos de lesa humanidad, en sede de la acción penal 
y de la pena es indiscutible, toda vez que para el Derecho Internacional de los 
Derechos Humanos, las ofensas y perjuicios causados a la humanidad al cometerse 
crímenes de semejante trascendencia, son imperdonables y por ende, la memoria 
no se agota en lo que a ellos respecta, el olvido jurídico no existe. 
La determinación de la prescriptibilidad de los crímenes de lesa humanidad en 
Colombia, ha generado dificultad al no haberse armonizado lo pactado en las dos 
codificaciones, de Derecho interno e internacional. 
Los instrumentos internacionales, pretenden garantizar un orden justo, tanto formal 
como material, con base en que “la libertad, la justicia y la paz en el mundo tienen 
por base el reconocimiento de la dignidad intrínseca y de los derechos iguales e 
inalienables de todos los miembros de la familia humana”172, y, “que los pueblos de 
las Naciones Unidas han reafirmado en la Carta su fe en los derechos 
fundamentales del hombre, en la dignidad y el valor de la persona humana”173. 
La perspectiva del ordenamiento jurídico Colombiano con respecto a la 
imprescriptibilidad de crímenes de lesa humanidad se ha transformado, haciendo 
viable su configuración, sin que ello implique un detrimento al principio de legalidad 
interna, en razón precisamente de lo establecido por las tratados internacionales y, 
                                       
172 Preámbulo de la Declaración Universal de los Derechos Humanos de 1948, del Pacto 
Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales y del Pacto Internacional de Derechos 
Civiles y Políticos. 
173 Ibíd., p. 4.  
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por la misma Constitución Política de 1991, al regular el bloque de 
constitucionalidad. 
En este orden de ideas, los responsables de la perpetrar atroces agravios contra la 
humanidad, están llamados a responder por sus actos, no sólo ante la justicia 
Colombiana, sino que en razón de la jurisdicción universal, también ante la 
comunidad internacional, sin importar el paso del tiempo, ni el momento de su 
comisión. 
La necesidad de materializar un orden justo se satisface con la utilización de los 
instrumentos internacionales creados con el propósito de lograr la consecución de 
tan loable fin, en beneficio de la humanidad entera, lo que da paso a una visión que 
se adapte la realidad y a la necesidad de evitar la impunidad de los crímenes de 
lesa humanidad. 
En suma, si el delito cometido se configura como común, el derecho aplicable es el 
doméstico, mientras que si la naturaleza jurídica de los crímenes reúne las 
exigencias para considerarse de lesa humanidad, la legislación aplicable es la 
internacional, que no contempla límites temporales ni territoriales.  
El Estado tiene una doble manifestación, una a nivel interno y otra como parte de la 
comunidad de las naciones; en virtud de la primera, debe ejercer el orden jurídico 
doméstico, dentro del cual rige sus actividades como Estado Social de Derecho. En 
la segunda, adquiere compromisos y obligaciones internacionales, por ser  Estado 
parte de tratados o convenios, o cuando es un Estado integrante de una 
organización internacional y, estas organizaciones, también tienen un orden jurídico 
que se aplica a los eventos por ella determinados; por lo tanto el principio de 
legalidad es uno sólo, con una vista interna para los delitos nacionales y una 
internacional para los crímenes internacionales, lo que, por supuesto,  incluye los 
crímenes de lesa humanidad. 
Así, la naturaleza jurídica del delito determina la norma a aplicar de manera 
prevalente, la nacional o la internacional; sin que para ello tenga que configurarse 
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una pugna entre la flexibilidad o rigidez del principio de legalidad. Es decir, que el 
principio de legalidad es estricto, solamente que debe considerarse a la luz de las 
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